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FIJO el presente TRASLADO por el término de 3 días hábiles, hoy 

VEINTICUATRO (24) DE ENERO DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022), en lugar 
visible de la Secretaría de este Tribunal, término que de conformidad a lo previsto 

en el art. 110 del CGP, empieza a correr el VEINTICINCO (25) DE ENERO DE 

DOS MIL VEINTIDÓS (2022), a partir de las 7:00 de la mañana. Se DESFIJA el 

presente traslado, el VEINTISIETE (27) DE ENERO DE DOS MIL VEINTIDÓS 

(2022), a las 4:00 de la tarde. 
 

 
 

VER TRASLADO DE EXCEPCIONES A CONTINUACIÓN  
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Para: 

•  Despacho 01 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto; 
•  procesosnacionales@defensajuridica.gov.co 

y 5 más 
CONTESTACIÓN DE DEMANDA MAGDA MARTINEZ_pagenumber.pdf 
6 MB 

 

Pasto, agosto treinta (30) de dos mil veintiuno (2021) 
  
  
Honorable Magistrado 
Dr. EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS 
Tribunal Administrativo de Nariño 
Email: des01tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.         S.         D. 
  
  

Ref., CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
Proceso No. 52001233300020200091400 
Referencia: Acción de Lesividad 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho. 
Demandante: Administradora Colombiana de Pensiones – 
COLPENSIONES. 
Demandado: MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO C.C. y 

Unidad de gestión pensional y parafiscal – UGPP. 
  
  
HUGO ARMANDO MEDINA CHAVES, mayor de edad y vecino de Pasto (N), identificado con C.C. 

No. 87.068.793 de Pasto (N), abogado en ejercicio, portador de la T.P. No. 184805 del C.S. de la J., 

obrando como apoderado de la demandada MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO, identificada 
con CC. No. 27.072.915 de Pasto, me permito contestar la demanda de la referencia, de conformidad 

con el auto calendado el 23 de junio de 2021, el que fue notificado por correo electrónico el 24 de 
junio de 2021 y en cuyo numeral segundo y tercero dispuso 
  

mailto:des01tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co


“TENER POR NOTIFICADA POR CONDUCTA CONCLUYENTE a la señora Magda 

Beatriz Arturo Martínez, del auto admisorio de la demanda, a partir de la 
notificación del presente auto. 
  
CORRER traslado de la demanda a MAGDA BEATRIZ ARTURO MARTÍNEZ por el 

término de treinta (30) días, para los efectos previstos en el artículo 172 del 

CPACA. traslado que correrá al vencimiento del término previsto en el inciso 5o del 
artículo 612 de la Ley 1564 de 2012, modificatorio del artículo 199 de la Ley 1437 

de 2011, es decir al vencimiento de los 25 días siguientes de la última 
notificación. Lo anterior en concordancia con lo dispuesto en el artículo 6 del 

Decreto 806 de 2020.  
 

 
 

 
Se remite la contestación con copia a las entidades demandantes.  
 

 
Atentamente., 
 

 
Hugo Armando Medina Chaves 
Abogado 

 



 

Pasto, agosto treinta (30) de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Honorable Magistrado 
Dr. EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS 
Tribunal Administrativo de Nariño 
Email: des01tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E. S. D. 
 
  

Ref., CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
Proceso No. 52001233300020200091400 
Referencia: Acción de Lesividad 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho. 
Demandante: Administradora Colombiana de Pensiones – 
COLPENSIONES. 
Demandado: MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO C.C. y Unidad de 
gestión pensional y parafiscal – UGPP. 

 
 
HUGO ARMANDO MEDINA CHAVES, mayor de edad y vecino de Pasto (N), identificado con C.C. No. 
87.068.793 de Pasto (N), abogado en ejercicio, portador de la T.P. No. 184805 del C.S. de la J., obrando 
como apoderado de la demandada MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO, identificada con CC. No. 
27.072.915 de Pasto, me permito contestar la demanda de la referencia, de conformidad con el auto 
calendado el 23 de junio de 2021, el que fue notificado por correo electrónico el 24 de junio de 2021 y en 
cuyo numeral segundo y tercero dispuso  
 

“TENER POR NOTIFICADA POR CONDUCTA CONCLUYENTE a la señora Magda Beatriz Arturo 
Martínez, del auto admisorio de la demanda, a partir de la notificación del presente auto. 
 
CORRER traslado de la demanda a MAGDA BEATRIZ ARTURO MARTÍNEZ por el término de treinta 
(30) días, para los efectos previstos en el artículo 172 del CPACA. traslado que correrá al 
vencimiento del término previsto en el inciso 5o del artículo 612 de la Ley 1564 de 2012, 
modificatorio del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, es decir al vencimiento de los 25 días 
siguientes de la última notificación. Lo anterior en concordancia con lo dispuesto en el artículo 
6 del Decreto 806 de 2020.  
 

 
I. FRENTE A LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 
No me opongo. 
 

II. FRENTE A LA MEDIDA CAUTELAR 
 

Sobre su solicitud mediante email enviado el 01 de julio de 2021 el suscrito se opuso a la misma y se 
interpuso el recurso de reposición y en subsidio de apelación frente a su inicial concesión. Misma que la 
fecha de presentación de esta demanda no se ha resuelto.  
 

III. FRENTE AL MEDIO DE CONTROL FORMULADO 
 
No me opongo, es la acción de lesividad el mecanismo procesal idóneo relacionado con las pretensiones 
y finalidades de la demanda. 
 

IV. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

A la primera, segundo y tercera pretensión: ME OPONGO.- En la medida que la Resolución No. 
001110 del 26 de abril de 2007 por la cual se reconoció la pensión de vejez a favor del causante EDGAR 
LEONCIO ESPAÑA LOPEZ expedida por el ISS y la Resolución No. SUB  119-531 del 09 de julio de 2017 
por la cual se reconoció la sustitución de la pensión de vejez a favor del a favor de MAGDA BEATRIZ 

1

mailto:des01tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

MARTINEZ ARTURO son compatibles con las resoluciones que expidió la extinta CAJANAL, por cuanto las 
cotizaciones corresponden a periodos eminentemente privados para la primera y públicos para la segunda.  
 
En el evento hipotético de declararse la incompatibilidad de las mismas, se deberá por principio de 
favorabilidad mantenerse la pensión más benéfica para mi prohijada, y es justamente la de 
COLPENSIONES objeto de esta demanda, la que cumple dicho condicionamiento, y de la cual depende 
económicamente el 100% de los ingresos de mi mandante. Sobre dicha pensión en el evento hipotético 
como se indicó de declararse su incompatibilidad, deberá ordenarse judicialmente que se mantenga la 
pensión reconocida por COLPENSIONES y ser reliquidada, actualizada e integrando todas las cotizaciones 
y bonos pensionales del causante, aplicando en todo el principio de favorabilidad, para que aquella sea 
reconocida en un 100% a favor de la demandada MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO en el mayor valor 
posible. 
 
Frente a la pretensión segunda y quinta.- ME OPONGO en la medida que la Resolución SUB 173330 
del 23 de marzo de 2007 por la cual se reconoció un auxilio funerario a favor de MAGDA BEATRIZ 
MARTINEZ ARTURO se recibió de buena fe, no se trata de una prestación periódica y la misma estaría 
prescrita para demandarse en lesividad.  
 
Frente a la cuarta.- ME OPONGO, En la medida que la Resolución No. 001110 del 26 de abril de 2007 
por la cual se reconoció la pensión de vejez a favor del causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ expedida 
por el ISS y la Resolución No. SUB  119-531 del 09 de julio de 2017 por la cual se reconoció la sustitución 
de la pensión de vejez a favor de MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO son compatibles con las 
resoluciones que expidió la extinta CAJANAL, por cuanto las cotizaciones corresponden a periodos 
eminentemente privados para la primera y públicos para la segunda. 
 
Además, porque en el evento hipotético de declararse la incompatibilidad de las mismas, se deberá por 
principio de favorabilidad mantenerse la pensión más benéfica para mi prohijada, y es justamente la de 
COLPENSIONES la que cumple dicho condicionamiento, y de la cual depende económicamente el 100% 
de los ingresos de mi mandante, en tanto que la de la UGPP – CAJANAL representa un menor valor. 
 
A la sexta, séptima y novena.- Me opongo  a la devolución solicitada por cuanto fueron sumas 
recibidas de buena fe, guiadas bajo el principio de confianza legítima, respeto del actuar propio, legalidad 
e inmutabilidad de los actos administrativos emanados por COLPENSIONES, y además por cuanto mi 
mandante no se hizo a medios fraudulentos e ilegales para la obtención de la pensión, siendo las posibles 
consecuencias de una indebida liquidación imputadas al actuar omisivo y falta de cuidado de la 
demandante.  
 
A la octava.- Me opongo.- Por cuanto COLPENSIONES no cuenta con la legitimación en la causa por 
activa para solicitar la devolución por concepto de pagos a salud, en la medida que aquella no administra 
dicho sistema.  
 

V. FRENTE A LOS HECHOS 

 
Al primero.- No es cierto.-  
 
Mediante Resolución No. 25351 del 03 de noviembre de 2000 la extinta Caja Nacional de Previsión Social, 
hoy UGPP reconoció a favor del Señor EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ una pensión de jubilación 
aplicando para ello el régimen de transición.  
 
Para el reconocimiento de dicha pensión inicialmente se tuvo en cuenta los siguientes tiempos: 
 

Desde Hasta Entidad de pensión Días AÑOS 

12/12/1977 30/12/1978 Instituto de los Seguros Sociales - ISS 379 1,03835616 

01/01/1978 30/05/1999 Hospital Departamental de Nariño - Cajanal 7710 21,1232877 

TOTAL 8089 22,1616438 
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De esta manera, la pensión se liquidó con un 75% del IBL entre el periodo 01 de abril de 1994 al 30 de 
enero de 1999, en tanto que el ISS y el Fondo de Pensiones Públicas del Orden Nacional (Cajanal) 
concurrieron cada uno en su cuota parte pensional.  
 
Posteriormente y mediante la Resolución 20637 del 29 de julio de 2002 CAJANAL modificó la resolución 
No. 25351 del 03 de noviembre de 2000 debido a la negligencia del ISS quien al momento de corrérsele 
traslado para la aceptación de la cuota parte pensional guardó silencio.  
 
De esta manera, se determinó que el causante solo había cotizado al ISS con el HOSPITAL 
DEPARTAMENTAL DE NARIÑO durante el periodo comprendido entre el 12/12/1977 hasta el 31/12/1978 
y posteriormente, el mentado hospital cotizó en CAJANAL las pensiones del causante durante el periodo 
comprendido entre el 01/01/1978 al 30/05/1999 equivalente estos a 7.710 días, esto es 1.101 semanas. 
 
Por lo anterior la pensión con tiempos públicos cuyo empleador fue el HOSPITAL DEPARTAMENTAL DE 
NARIÑO se reconoció a cargo exclusivo de CAJANAL cancelada por el Fondo de Pensiones Públicas del 
Orden Nacional, así: 
 

Desde Hasta Empleador - Entidad de pensión Días AÑOS 

01/01/1978 30/05/1999 Hospital Departamental de Nariño- CAJANAL  7710 21,1232877 

 
A continuación, se ilustra el recorrido de semanas cotizadas con CAJANAL cuando el causante tenía como 
empleador a la entidad pública HOSPITAL DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, correspondiente al periodo 01 
de enero de 1978 al 30 de mayo de 1999 y con el cual se reconoció la pensión de vejez: 
 

DESDE HASTA ENTIDAD DIAS SEMANAS 

01/01/1978 31/01/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1978 28/02/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1978 31/03/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1978 30/04/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1978 31/05/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1978 30/06/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1978 31/07/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1978 31/08/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1978 30/09/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1978 31/10/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1978 30/11/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1978 31/12/1978 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1979 31/01/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1979 28/02/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1979 31/03/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1979 30/04/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1979 31/05/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1979 30/06/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1979 31/07/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1979 31/08/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1979 30/09/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1979 31/10/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1979 30/11/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1979 31/12/1979 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1980 31/01/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1980 29/02/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 29 4,15 
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01/03/1980 31/03/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1980 30/04/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1980 31/05/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1980 30/06/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1980 31/07/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1980 31/08/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1980 30/09/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1980 31/10/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1980 30/11/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1980 31/12/1980 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1981 31/01/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1981 28/02/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1981 31/03/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1981 30/04/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1981 31/05/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1981 30/06/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1981 31/07/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1981 31/08/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1981 30/09/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1981 31/10/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1981 30/11/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1981 31/12/1981 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1982 31/01/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1982 28/02/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1982 31/03/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1982 30/04/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1982 31/05/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1982 30/06/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1982 31/07/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1982 31/08/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1982 30/09/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1982 31/10/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1982 30/11/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1982 31/12/1982 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1983 31/01/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1983 28/02/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1983 31/03/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1983 30/04/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1983 31/05/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1983 30/06/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1983 31/07/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1983 31/08/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1983 30/09/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1983 31/10/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1983 30/11/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1983 31/12/1983 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 
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01/01/1984 31/01/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1984 29/02/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 29 4,15 

01/03/1984 31/03/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1984 30/04/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1984 31/05/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1984 30/06/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1984 31/07/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1984 31/08/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1984 30/09/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1984 31/10/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1984 30/11/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1984 31/12/1984 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1985 31/01/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1985 28/02/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1985 31/03/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1985 30/04/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1985 31/05/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1985 30/06/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1985 31/07/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1985 31/08/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1985 30/09/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1985 31/10/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1985 30/11/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1985 31/12/1985 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1986 31/01/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1986 28/02/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1986 31/03/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1986 30/04/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1986 31/05/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1986 30/06/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1986 31/07/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1986 31/08/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1986 30/09/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1986 31/10/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1986 30/11/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1986 31/12/1986 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1987 31/01/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1987 28/02/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1987 31/03/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1987 30/04/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1987 31/05/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1987 30/06/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1987 31/07/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1987 31/08/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1987 30/09/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1987 31/10/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 
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01/11/1987 30/11/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1987 31/12/1987 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1988 31/01/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1988 29/02/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 29 4,15 

01/03/1988 31/03/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1988 30/04/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1988 31/05/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1988 30/06/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1988 31/07/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1988 31/08/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1988 30/09/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1988 31/10/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1988 30/11/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1988 31/12/1988 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1989 31/01/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1989 28/02/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1989 31/03/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1989 30/04/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1989 31/05/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1989 30/06/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1989 31/07/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1989 31/08/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1989 30/09/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1989 31/10/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1989 30/11/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1989 31/12/1989 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1990 31/01/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1990 28/02/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1990 31/03/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1990 30/04/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1990 31/05/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1990 30/06/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1990 31/07/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1990 31/08/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1990 30/09/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1990 31/10/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1990 30/11/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1990 31/12/1990 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1991 31/01/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1991 28/02/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1991 31/03/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1991 30/04/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1991 31/05/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1991 30/06/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1991 31/07/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1991 31/08/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 
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01/09/1991 30/09/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1991 31/10/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1991 30/11/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1991 31/12/1991 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1992 31/01/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1992 29/02/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 29 4,15 

01/03/1992 31/03/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1992 30/04/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1992 31/05/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1992 30/06/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1992 31/07/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1992 31/08/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1992 30/09/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1992 31/10/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1992 30/11/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1992 31/12/1992 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1993 31/01/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1993 28/02/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1993 31/03/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1993 30/04/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1993 31/05/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/06/1993 30/06/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1993 31/07/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1993 31/08/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1993 30/09/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1993 31/10/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1993 30/11/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1993 31/12/1993 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1994 31/01/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/02/1994 28/02/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,00 

01/03/1994 31/03/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/04/1994 30/04/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1994 01/05/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 1 0,14 

01/06/1994 30/06/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1994 31/07/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/08/1994 31/08/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/09/1994 30/09/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1994 31/10/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/11/1994 30/11/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1994 31/12/1994 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,43 

01/01/1995 31/01/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/02/1995 28/02/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,29 

01/03/1995 31/03/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/04/1995 30/04/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1995 31/05/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/06/1995 30/06/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 
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01/07/1995 31/07/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/08/1995 31/08/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/09/1995 30/09/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1995 31/10/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/11/1995 30/11/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1995 31/12/1995 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/01/1996 31/01/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/02/1996 29/02/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 29 4,29 

01/03/1996 31/03/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/04/1996 30/04/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1996 31/05/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/06/1996 30/06/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1996 31/07/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/08/1996 31/08/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/09/1996 30/09/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1996 31/10/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/11/1996 30/11/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1996 31/12/1996 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/01/1997 31/01/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/02/1997 28/02/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,29 

01/03/1997 31/03/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/04/1997 30/04/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1997 31/05/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/06/1997 30/06/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1997 31/07/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/08/1997 31/08/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/09/1997 30/09/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1997 31/10/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/11/1997 30/11/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1997 31/12/1997 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/01/1998 31/01/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/02/1998 28/02/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,29 

01/03/1998 31/03/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/04/1998 30/04/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/05/1998 31/05/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/06/1998 30/06/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/07/1998 31/07/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/08/1998 31/08/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/09/1998 30/09/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/10/1998 31/10/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/11/1998 30/11/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 

01/12/1998 31/12/1998 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/01/1999 31/01/1999 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/02/1999 28/02/1999 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 28 4,29 

01/03/1999 31/03/1999 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

01/04/1999 30/04/1999 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 30 4,29 
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01/05/1999 31/05/1999 Hospital Universitario Departamental de Nariño - CAJANAL 31 4,29 

TOTAL   7791 1.110,97 

 
Al Segundo.-  No es cierto. 
 
Mediante la Resolución 20637 del 29 de julio de 2002 CAJANAL modificó la resolución No. 25351 del 03 
de noviembre de 2000 debido a la negligencia del ISS quien al momento de corrérsele traslado para la 
aceptación de la cuota parte pensional guardó silencio.  
 
De esta manera, se determinó que el causante solo había cotizado al ISS el periodo entre el 12/12/1977 
hasta el 31/12/1978 y por tanto el periodo cotizado con CAJANAL correspondía al 01/01/1978 al 
30/05/1999 equivalente a 7.710 días, esto es 1.101 semanas. 
 
Por lo anterior la pensión se reconoció a cargo exclusivo de CAJANAL cancelada por el Fondo de Pensiones 
Públicas del Orden Nacional, así: 

 

Desde Hasta Entidad de pensión Días AÑOS 

01/01/1978 30/05/1999 Hospital Departamental de Nariño- CAJANAL  7710 21,1232877 

 
Al tercero. - No es cierto. 
 
Revisado el historial laboral de cotizaciones al ISS se tiene que EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ reporta 
1.167 semanas, correspondientes estas a tiempos exclusivamente privados, tal y como se señala a 

continuación: 
 

Desde  Hasta Días  INDEPENDIENTE - PRIVADO 
Entidad de 
previsión 

No 
semanas 

01/03/1973 31/03/1973 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1973 30/04/1973 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1973 31/05/1973 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1973 08/06/1973 8 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 1,14 

01/08/1973 31/08/1973 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1973 13/09/1973 13 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 1,86 

01/10/1973 31/10/1973 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1973 30/11/1973 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1973 31/12/1973 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1974 31/01/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1974 28/02/1974 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1974 31/03/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1974 30/04/1974 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1974 31/05/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1974 30/06/1974 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1974 31/07/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1974 31/08/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1974 30/09/1974 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1974 31/10/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1974 30/11/1974 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1974 31/12/1974 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1975 31/01/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1975 28/02/1975 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1975 31/03/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 
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01/04/1975 30/04/1975 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1975 31/05/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1975 30/06/1975 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1975 31/07/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1975 31/08/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1975 30/09/1975 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1975 31/10/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1975 30/11/1975 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1975 31/12/1975 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1976 31/01/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1976 29/02/1976 29 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,15 

01/03/1976 31/03/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1976 30/04/1976 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1976 31/05/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1976 30/06/1976 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1976 31/07/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1976 31/08/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1976 30/09/1976 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1976 31/10/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1976 30/11/1976 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1976 31/12/1976 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1977 31/01/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1977 28/02/1977 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1977 31/03/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1977 30/04/1977 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1977 31/05/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1977 30/06/1977 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1977 31/07/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1977 31/08/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1977 30/09/1977 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1977 31/10/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1977 30/11/1977 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1977 31/12/1977 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1978 31/01/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1978 28/02/1978 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1978 31/03/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1978 30/04/1978 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1978 31/05/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1978 30/06/1978 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1978 31/07/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1978 31/08/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1978 30/09/1978 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1978 31/10/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1978 30/11/1978 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1978 31/12/1978 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1979 31/01/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 
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01/02/1979 28/02/1979 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1979 31/03/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1979 30/04/1979 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1979 31/05/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1979 30/06/1979 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1979 31/07/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1979 31/08/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1979 30/09/1979 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1979 31/10/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1979 30/11/1979 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1979 31/12/1979 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1980 31/01/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1980 29/02/1980 29 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,15 

01/03/1980 31/03/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1980 30/04/1980 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1980 31/05/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1980 30/06/1980 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1980 31/07/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1980 31/08/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1980 30/09/1980 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1980 31/10/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1980 30/11/1980 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1980 31/12/1980 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1981 31/01/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1981 28/02/1981 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1981 31/03/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1981 30/04/1981 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1981 31/05/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1981 30/06/1981 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1981 31/07/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1981 31/08/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1981 30/09/1981 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1981 31/10/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1981 30/11/1981 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1981 31/12/1981 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1982 31/01/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1982 28/02/1982 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1982 31/03/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1982 30/04/1982 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1982 31/05/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1982 30/06/1982 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1982 31/07/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1982 31/08/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1982 30/09/1982 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1982 31/10/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1982 30/11/1982 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 
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01/12/1982 31/12/1982 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1983 31/01/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1983 28/02/1983 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1983 31/03/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1983 30/04/1983 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1983 31/05/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1983 30/06/1983 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1983 31/07/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1983 31/08/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1983 30/09/1983 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1983 31/10/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1983 30/11/1983 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1983 31/12/1983 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1984 31/01/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1984 29/02/1984 29 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,15 

01/03/1984 31/03/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1984 30/04/1984 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1984 31/05/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1984 30/06/1984 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1984 31/07/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1984 31/08/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1984 30/09/1984 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1984 31/10/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1984 30/11/1984 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1984 31/12/1984 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1985 31/01/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1985 28/02/1985 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1985 31/03/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1985 30/04/1985 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1985 31/05/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1985 30/06/1985 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1985 31/07/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1985 31/08/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1985 30/09/1985 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1985 31/10/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1985 30/11/1985 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1985 31/12/1985 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1986 31/01/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1986 28/02/1986 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1986 31/03/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1986 30/04/1986 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1986 31/05/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1986 30/06/1986 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1986 31/07/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/08/1986 31/08/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/09/1986 30/09/1986 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 
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01/10/1986 31/10/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/11/1986 30/11/1986 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1986 31/12/1986 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/01/1987 31/01/1987 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/02/1987 28/02/1987 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,00 

01/03/1987 31/03/1987 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/04/1987 30/04/1987 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1987 31/05/1987 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,43 

01/06/1987 30/06/1987 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1987 31/07/1987 0 No cotizo   0,00 

01/08/1987 31/08/1987 0 No cotizo   0,00 

01/09/1987 30/09/1987 0 No cotizo   0,00 

01/10/1987 31/10/1987 0 No cotizo   0,00 

01/11/1987 30/11/1987 0 No cotizo   0,00 

01/12/1987 31/12/1987 0 No cotizo   0,00 

01/01/1988 31/01/1988 0 No cotizo   0,00 

01/02/1988 29/02/1988 0 No cotizo   0,00 

01/03/1988 31/03/1988 0 No cotizo   0,00 

01/04/1988 30/04/1988 0 No cotizo   0,00 

01/05/1988 31/05/1988 0 No cotizo   0,00 

01/06/1988 30/06/1988 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/07/1988 31/07/1988 31 Transportadora Ipiales y pro familia ISS 4,4 

01/08/1988 31/08/1988 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/09/1988 30/09/1988 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/10/1988 31/10/1988 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/11/1988 30/11/1988 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/12/1988 31/12/1988 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/01/1989 31/01/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/02/1989 28/02/1989 28 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,0 

01/03/1989 31/03/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/04/1989 30/04/1989 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/05/1989 31/05/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/06/1989 30/06/1989 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/07/1989 31/07/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/08/1989 31/08/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/09/1989 30/09/1989 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/10/1989 31/10/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/11/1989 30/11/1989 30 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,3 

01/12/1989 31/12/1989 31 Transportadora Ipiales y profamilia ISS 4,4 

01/01/1990 31/01/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/02/1990 28/02/1990 28 Transportadora Ipiales ISS 4,0 

01/03/1990 31/03/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/04/1990 30/04/1990 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/05/1990 31/05/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/06/1990 30/06/1990 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/07/1990 31/07/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 
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01/08/1990 31/08/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/09/1990 30/09/1990 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/10/1990 31/10/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/11/1990 30/11/1990 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/12/1990 31/12/1990 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/01/1991 31/01/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/02/1991 28/02/1991 28 Transportadora Ipiales ISS 4,0 

01/03/1991 31/03/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/04/1991 30/04/1991 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/05/1991 31/05/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/06/1991 30/06/1991 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/07/1991 31/07/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/08/1991 31/08/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/09/1991 30/09/1991 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/10/1991 31/10/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/11/1991 30/11/1991 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/12/1991 31/12/1991 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/01/1992 31/01/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/02/1992 29/02/1992 29 Transportadora Ipiales ISS 4,1 

01/03/1992 31/03/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/04/1992 30/04/1992 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/05/1992 31/05/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/06/1992 30/06/1992 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/07/1992 31/07/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/08/1992 31/08/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/09/1992 30/09/1992 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/10/1992 31/10/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/11/1992 30/11/1992 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/12/1992 31/12/1992 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/01/1993 31/01/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/02/1993 28/02/1993 28 Transportadora Ipiales ISS 4,0 

01/03/1993 31/03/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/04/1993 30/04/1993 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/05/1993 31/05/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/06/1993 30/06/1993 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/07/1993 31/07/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/08/1993 31/08/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/09/1993 30/09/1993 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/10/1993 31/10/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/11/1993 30/11/1993 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/12/1993 31/12/1993 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/01/1994 31/01/1994 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/02/1994 28/02/1994 28 Transportadora Ipiales ISS 4,0 

01/03/1994 31/03/1994 31 Transportadora Ipiales ISS 4,4 

01/04/1994 30/04/1994 30 Transportadora Ipiales ISS 4,3 

01/05/1994 01/05/1994 1 Transportadora Ipiales ISS 0,1 
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01/06/1994 30/06/1994 0 No cotizo   0,0 

01/07/1994 31/07/1994 0 No cotizo   0,0 

01/08/1994 31/08/1994 0 No cotizo   0,0 

01/09/1994 30/09/1994 0 No cotizo   0,0 

01/10/1994 31/10/1994 0 No cotizo   0,0 

01/11/1994 30/11/1994 0 No cotizo   0,0 

01/12/1994 31/12/1994 0 No cotizo   0,0 

01/01/1995 31/01/1995 0 No cotizo   0,0 

01/02/1995 28/02/1995 0 No cotizo   0,0 

01/03/1995 31/03/1995 0 No cotizo   0,0 

01/04/1995 30/04/1995 0 No cotizo   0,0 

01/05/1995 31/05/1995 0 No cotizo   0,0 

01/06/1995 30/06/1995 0 No cotizo   0,0 

01/07/1995 31/07/1995 0 No cotizo   0,0 

01/08/1995 31/08/1995 0 No cotizo   0,0 

01/09/1995 30/09/1995 0 No cotizo   0,0 

01/10/1995 31/10/1995 0 No cotizo   0,0 

01/11/1995 30/11/1995 0 No cotizo   0,0 

01/12/1995 31/12/1995 0 No cotizo   0,0 

01/01/1996 31/01/1996 0 No cotizo   0,0 

01/02/1996 29/02/1996 0 No cotizo   0,0 

01/03/1996 31/03/1996 0 No cotizo   0,0 

01/04/1996 30/04/1996 0 No cotizo   0,0 

01/05/1996 31/05/1996 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/06/1996 30/06/1996 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1996 31/07/1996 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/08/1996 31/08/1996 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/09/1996 30/09/1996 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1996 31/10/1996 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/11/1996 30/11/1996 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1996 31/12/1996 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/01/1997 31/01/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/02/1997 28/02/1997 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/03/1997 31/03/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/04/1997 30/04/1997 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1997 31/05/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/06/1997 30/06/1997 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1997 31/07/1997 0 No cotizo   0,00 

01/08/1997 31/08/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/09/1997 30/09/1997 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1997 31/10/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/11/1997 30/11/1997 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1997 31/12/1997 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/01/1998 31/01/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/02/1998 28/02/1998 28 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/03/1998 31/03/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 
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01/04/1998 30/04/1998 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/05/1998 31/05/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/06/1998 30/06/1998 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/07/1998 31/07/1998 0 No cotizo   0,00 

01/08/1998 31/08/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/09/1998 30/09/1998 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/10/1998 31/10/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/11/1998 30/11/1998 30 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/12/1998 31/12/1998 31 Edgar Leoncio España - Independiente ISS 4,29 

01/01/1999 31/01/1999 0 No cotizo   0,00 

01/02/1999 28/02/1999 0 No cotizo   0,00 

01/03/1999 31/03/1999 0 No cotizo   0,00 

01/04/1999 30/04/1999 0 No cotizo   0,00 

01/05/1999 31/05/1999 0 No cotizo   0,00 

TOTAL 8239 TOTAL 1176,32 

 
Por lo anterior, se identifica que el causante cotizó al ISS un total de 1.176, 32 semanas en el sector 
privado, distintas y paralelas a las cotizadas que entre el 1 de enero de 1978 al 30 de mayo de 1999 se 
reportan en CAJANAL por su vinculación con la entidad estatal HOSPITAL DEPARTAMENTAL DE NARIÑO. 
 
Como quiera que, EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ se encontraba afiliado al ISS, de esta manera no cabe 
duda que era beneficiario del régimen de transición por su edad, ya que nació el 03 de noviembre de 1938 
y por tanto, a aquel se le aplicó el Decreto 758 de 1990, el cual aprobó el Acuerdo 049 de 1990 del Consejo 
Nacional de Seguros Sociales Obligatorios, el cual establece las condiciones para acceder a la pensión de 
vejez así: 
 

i) Tener 60 años en el caso de los hombres o 55 en el de las mujeres; y  
ii) Haber cotizado al menos 500 semanas en los 20 años previos al cumplimiento de la edad, o 

1000 semanas en cualquier tiempo.  
 
Ahora bien, el artículo 36 de la ley 100 de 1993 estableció un régimen de transición que cobijaba a los 
trabajadores que, debido a su edad o al tiempo que habían trabajado, tenían expectativas legítimas de 
acceder a la pensión de vejez una vez acreditaran los requisitos que se encontraban dispuestos en otras 
normas, por lo que determinó lo siguiente:  
 

“Artículo 36. Régimen de transición. La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en 
cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, 
fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, será de 57 años para las mujeres 
y 62 para los hombres. La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el 
número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento 
de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 
cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, 
será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones 
y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las 
disposiciones contenidas en la presente Ley. 

 
En esa medida, estableció que las personas que al momento de entrar en vigencia dicha norma estuvieran  
 

i) afiliadas al Sistema General de Pensiones y  
ii) tuvieran 35 años de edad o más en el caso de las mujeres, o 40 años o más para los hombres; 

o 
iii) 15 años o más de servicios, consolidarían el derecho a la pensión de vejez de acuerdo a los 

requisitos exigidos por el régimen anterior al que se encontraran afiliados.  
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Así, para que una persona fuera beneficiaria de las normas de transición, tenía que acreditar la edad o el 
tiempo de servicios requerido, y estar afiliada al Sistema de Seguridad Social para el 1º de abril de 1994, 
aspectoos que cumplía EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ quién para dicha calenda contaba con 55 años 
de edad, y por tanto, podía acogerse al régimen de transición. 
 
Por lo anterior, y como quiera que EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ tenía derecho a que la pensión se le 
reconociera con mínimo 500 semanas, y este cumplía con 1.176, todas ellas cotizadas en entidades 
privadas como independiente, por su actividad como Médico Especialista en su consultorio privado, 
Proinsalud, Profamilia y Transportadora de Ipiales. 
 
De esta manera, no existía incompatibilidad entre la pensión asignada por el ISS reconocida con un mínimo 
de 500 semanas en virtud de la cotización como trabajador privado y la que reconoció CAJANAL por su 
cotización pública desde el 01 de enero de 1978 cuando fue afiliado a esta por el Hospital Departamental 
de Nariño y en la cual causó su derecho hasta el 30 de mayo de 1999. 
 
Al cuarto.- Cierto. El señor EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ falleció el 20 de diciembre de 2016. 
 
Al quinto.- cierto, que mediante Resolución 17330 del 23 de marzo de 2017 se reconoció por 
COLPENSIONES un auxilio funerario, mismo que se tramitó en virtud del derecho normativo que le asiste, 
en tanto que en manera alguna puede indicarse que mi mandante MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO 
actuara de mala fe para su consecución.   
 
Al sexto.- cierto que mi mandante solicitó a COLPENSIONES el reconocimiento y pago de la sustitución 
de la pensión de vejez, debido al fallecimiento de su esposo, y para ello, tal y como lo menciona la 
demandada adjunto la documentación requerida para dicho trámite, no haciéndose a documentos falsos 
para dicho menester.  
 
Al séptimo.- cierto que, mediante la Resolución SUB 53242 del 05 de mayo de 2017 COLPENSIONES 
negó el reconocimiento de  la pensión de sobrevivientes a mi prohijada, aduciendo que la cónyuge no 
había demostrado la convivencia durante los últimos 5 años antes del deceso.  
 
Al octavo.- Cierto que, mi mandante agotó el recurso de reposición y en subsidio de apelación frente a 
la Resolución No. SUB 53242 del 05 de mayo de 2017; y de esta manera la entidad demandante tuvo la 
suficiente capacidad, y posibilidad de negar el derecho pensional, revisando el historial de la demandada 
para hacer el control de legalidad respectivo, pero ahora, pretende culpar a mi prohijada para solicitar que 
el causante no tenía derecho a la pensión, y solicitando el reintegro de valores percibidos por mi prohijada 
de buena fe.  
 
Al noveno.- cierto que, mediante la Resolución No. SUB 119531 COLPENSIONES repuso la Resolución 
SUB 53242 del 05 de mayo de 2017 y reconoció la pensión de sobrevivientes a mi defendida.  
 
Al décimo.- Cierto que, mediante Resolución DIR 11317 del 24 de julio de 2017 COLPENSIONES resolvió 

el recurso de apelación confirmando la Resolución No. SUB 119531 del 06 de julio de 2017. En esta medida 
la entidad se presume realizó un respectivo control de legalidad de sus actos administrativos, estudiando 
todo el expediente administrativo desde la inicial resolución que reconoció la pensión de vejez al señor 
EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ, y ello demuestra que mi mandante actuó siempre de buena fé para 
dicho propósito, siendo que en todo caso, no se le podría imputar a mi defendida un actuar doloso por 
cuanto de existir errores en la liquidación y reconocimientos pensionales ellos no son culpa de mi 
defendida, y por el contrario estuvo amparada en el principio de buena fe y respeto del acto propio, así 
como de la inmutabilidad de los actos administrativos.  
 
Al décimo primero.- No es un hecho sino una conjetura de la demandante y tampoco es cierto.  
 
Como se indicó el causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ antes de su fallecimiento acaecido el 20 de 
diciembre de 2016 le fue reconocida por CAJANAL hoy UGPP en virtud de su afiliación y cotización desde 
el 01 de enero de 1978 al 30 de mayo de 1999 una pensión de jubilación por haber laborado en una 
Institución de carácter oficial, esto es, el Hospital Departamental de Nariño. Así mismo, y por su afiliación 
y cotización al ISS como trabajador particular y sin computarse tiempos de cotización y vinculación al 
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sector público le fue reconocida una pensión por vejez aplicándole el acuerdo 049 de 1990, al acreditar 
como mínimo de 500 semanas y 60 años de edad.  
 
Al décimo segundo y décimo tercero.- Falso, pues a mí mandante no le fue notificada ningún auto 
de pruebas tendiente a solicitar su consentimiento.  
 

VI. FRENTE A LAS PRUEBAS 
 

- No me opongo. 

VII. FRENTE AL AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 
 

Cómo se expresará en el acápite de excepciones previas, no se discute que la entidad no haya agotado la 
conciliación prejudicial, por no ser exigida en esta materia; sin embargo, si es un requisito de procedibilidad 
para agotar la acción de lesividad que la entidad haya agotado el requerimiento previo al administrado. 
 
El artículo 97 del CPACA sobre la revocatoria de los actos administrativos, señala que, el acto administrativo 
no podrá ser revocado “sin el consentimiento previo, escrito, y expreso de su titular. Si el titular niega su 
consentimiento (…) deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.   
 
En el sub-lite, COLPENSIONES aduce que remitió a mi mandante el requerimiento relacionado con la 
Resolución SUB 119531 del 06 de julio de 2017, sin embargo, no aportó prueba de envío del mismo a 
través de correo certificado, y por tal razón, no es procedente que se haya iniciado la acción de lesividad 
si se faltó al citado requerimiento.  
 
Ahora bien, el artículo 97 del CPACA establece literalmente “Si el titular niega su consentimiento (…) 
deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.  ; Por tal razón, como quiera 
que se desconoce el citado requerimiento, no existe prueba de su entrega, además, como jamás mi 
mandante tuviera la oportunidad de manifestar o no su consentimiento, y toda vez que la norma establece 
que la acción es procedente si se niega el consentimiento, el mismo no se configuró en el presente asunto, 
y por tanto, no se cumple con los lineamientos tendientes a demostrar los requisitos procesales previos 
para la interposición de la acción de lesividad.  

 
 

VIII. FRENTE A LA CUANTÍA 
 
No me opongo. 
 

IX. FRENTE A LA JURISDICCIÓN, COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO 
 
No me opongo.  
 

X. CONSIDERACIONES Y ARGUMENTOS DE DEFENSA 
 
A continuación, se presentan los motivos por los cuales se sustenta la defensa de mi mandante: 
 

1. ¿En el presente asunto, el administrado actuó de manera ilegal o ilícita en la obtención 
del acto administrativo que reconoció la pensión de vejez? 

 
Se afirma, que mi poderdante no actuó de manera ilegal o ilícita haciéndose a medios fraudulentos, 
engañosos o dolosos para que el COLPENSIONES le reconocería la sustitución de la pensión de vejez de 
quien en vida fuera su esposo el Señor EDGAR LEONCIO ESPAÑA LÓPEZ.   
 
Es necesario desentrañar, que ha entendido la jurisprudencia por ILEGALIDAD o ILICITUD del acto 
administrativo, pues de tales conceptos se predican dos acciones diferentes, en aras de garantizar la 
seguridad jurídica y la legalidad.  

El Consejo de Estado se pronunció en proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido en 
contra de la Caja de Previsión Social del Departamento de Córdoba, por cuanto esta entidad, revocó el 
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acto administrativo que había reconocido una pensión de jubilación al demandante.  La entidad, manifestó, 
que luego de haberse realizado una auditoría interna, se demostró que varias pensiones habían sido 
reconocidas con serias inconsistencias en los certificados de historia laboral, motivo por el cual, se llamó 
a los titulares y algunos de ellos decidieron  renunciar al derecho pensional; y para el caso del demandante, 
la entidad manifestó, que la revocatoria se hacía en uso del artículo 69 del C.C.A, por cuanto el acto 
administrativo había sido obtenido de manera ilegal y fraudulenta  y que por tal razón, atendiendo la 
Sentencia del Consejo de Estado en providencia del 6 de noviembre de 1992, no se había generado 
derecho alguno, debiéndose revocar de manera inmediata sin permiso del titular. En el expediente se 
probó, que la entidad demandada había agotado un debido proceso para revocar la pensión del 
demandante, aún cuando el acto había sido proferido con una ilicitud en el certificado de historia laboral. 
Sostuvo la corporación: 

“(…) Dispone el artículo 69 del Código Contencioso Administrativo: 
 
"Causales de revocación. Los actos administrativos deberán ser revocados por los mismos funcionarios que 
los hayan expedido o por sus inmediatos superiores, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los 
siguientes casos: 
1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la Ley. 
2. Cuando no estén conformes con el interés público o social o atenten contra él; 
3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 
Según el precitado artículo, la potestad para revocar los actos administrativos radica en cabeza de la misma 
autoridad administrativa que lo profirió, por conducto, bien del funcionario que lo expidió o por su superior 
jerárquico. Dicha facultad puede ejercerse de oficio o a solicitud de parte.  
 
Ahora bien, el procedimiento para la revocación de actos de carácter particular y concreto está previsto en 
el artículo 73 del Código Contencioso Administrativo, en los siguientes términos: 
 
"Revocación de actos de carácter particular y concreto. Cuando un acto administrativo haya creado o 
modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, 
no podrá ser revocado sin el consentimiento expreso y escrito del respectivo.  
 
Pero habrá lugar a la revocación de esos actos, cuando resulten de la aplicación del silencio administrativo 
positivo, si se dan las causales previstas en el artículo 69, o si fuere evidente que el acto ocurrió por 
medios ilegales. 
 
Además, siempre podrán revocarse parcialmente los actos administrativos en cuanto sea necesario para 
corregir simples errores aritméticos o de hecho que no incidan en el sentido de la decisión.  
 
 “(…) Sobre este punto de la revocación de los actos administrativos, es relevante señalar que el acto 
administrativo a que se refiere la parte final del inciso segundo del artículo 73 del Código Contencioso 
administrativo, es al acto ilícito, en el cual la expresión de voluntad del Estado nace viciada bien 
por violencia, por error o por dolo, no al acto inconstitucional e ilegal de que trata el artículo 69 
del C.C.A., que habiéndose formado sin vicios en la manifestación de voluntad de la 
administración, pugna contra la Constitución o la ley. 
 
La formación del acto administrativo por medios ilícitos no puede obligar al Estado, por ello, la revocación se 
entiende referida a esa voluntad, pues ningún acto de una persona natural o jurídica ni del Estado, por 
supuesto, que haya ocurrido de manera ilícita podría considerarse como factor de responsabilidad para su 
acatamiento. Ello explica porqué, en este caso, el acto administrativo de carácter particular puede ser 
revocado sin consentimiento del particular. 
 
Ahora bien, el hecho de que el acto administrativo se obtenga por medios ilegales puede provenir 
de la misma administración o del administrado o de un tercero, pues en eso la ley no hace 
diferencia. Pero además, el medio debe ser eficaz para obtener el resultado, ya que es obvio que si algún 
efecto se produce, éste debe provenir de una causa eficiente, como quiera que si esa causa no es eficiente 
el resultado no se le puede imputar a tal causa. El medio pues tiene que producir como resultado un acto 
administrativo viciado en su consentimiento, por vicios en la formación del acto administrativo y por esa vía 
es por lo que se puede llegar a la conclusión, se repite, de la revocación de tal acto, sin consentimiento 
del particular afectado, previa la tramitación del procedimiento señalado en el artículo 74 del 
C.C.A.  
(…)  
 “(…) Los criterios jurisprudenciales anteriores son perfectamente aplicables para interpretar el inciso 
segundo del artículo 73, ya que se requiere que se den unas condiciones especialísimas para que la 
administración enmiende la situación aberrante y antijurídica que se presenta en su acto ilícito. Y en esta 
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intelección de la norma es necesario hacer énfasis en el hecho de que la ocurrencia de medios ilegales debe 
ser debidamente probada. Es decir, se requiere que la actuación fraudulenta aparezca ostensiblemente, pues 
la revocación por ese motivo no puede ser fruto de una sospecha de la administración. Debe darse una 
evidencia de que el acto ilícito ha ocurrido por medios ostensiblemente fraudulentos y debidamente 
demostrada tal situación. Es por ello, que debe seguirse el procedimiento del artículo 74 del Código 
Contencioso Administrativo, el que a su vez remite a la actuación del artículo 28 (comunicación a los 
interesados de la actuación administrativa y citación) con el fin de que el administrado haga uso del derecho 
de defensa y contradicción.  
 
Y en este punto, debe ser enfática la Sala en señalar, que es claro que no se trata de situaciones en 
las cuales la autoridad pública pueda intuir la ilegalidad de los medios usados para obtener o 
provocar el acto administrativo que se revoca, como quiera que debe darse una evidencia de 
ello. En esa medida, en la motivación del acto revocatorio la administración está obligada a dejar 
constancia expresa acerca de los elementos de juicio que la llevaron a tal conclusión, previo, se 
repite, la comunicación y citación del particular afectado, con el fin de que pueda defenderse de 
tal decisión, como lo prevé el artículo 74 del Código Contencioso Administrativo. Resulta 
pertinente resaltar que además de la defensa en sede gubernativa, el administrado puede 
controvertir la decisión en sede contenciosa, si considera que la actuación de la administración 
lo ha lesionado en su derecho. (Destaca la Sala). 
 
Se requiere pues para revocar el acto administrativo de carácter particular, sin autorización escrita del 
administrado, como ya lo ha señalado la Sección Tercera de esta Corporación "que se trate de una abrupta 
abierta e incontrovertible actuación ilícita o fraudulenta, debidamente probada... ".11 Entendida 
tal actuación ilícita, como se dijo en párrafos antecedentes, como un vicio en la formación de la voluntad de 
la administración, que bien puede ocurrir por error, fuerza o dolo. (…) 
 
(Consejo de Estado - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Consejera Ponente: Ana 
Margarita Olaya Forero. Bogotá, D.C. dieciséis (16) de julio de dos mil dos (2002). Radicación 
número: 23001-23-31-000- 1997- 8732-02 (ij 029)) 

 
Con posterioridad el Consejo de Estado analizó la revocatoria del acto administrativo de carácter particular 
con y sin consentimiento del particular, especificando que en uno u otro evento, debe existir el agotamiento 
de un debido proceso: 
 

“(…) De acuerdo con lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, ya sea que la revocatoria proceda 
con o sin el consentimiento del particular titular del derecho, la misma está sometida en todo caso al 
procedimiento establecido en el artículo 74 del Código Contencioso Administrativo. Dicho artículo señala al 
respecto lo que sigue:   
 
“Artículo 74. Procedimiento para la revocatoria de actos de carácter particular y concreto Para proceder a la 
revocación  de actos de carácter particular y concreto se adelantará la actuación administrativa en la forma 
prevista  en los  artículos 28 y concordantes  de este Código. (...)”. 
 
El artículo 28 al que remite se ubica en el Capítulo VII “De las actuaciones administrativas iniciadas de oficio” 
y señala:  
 
“Artículo 28.- Deber de Comunicar. Cuando de la actuación administrativa iniciada de oficio se desprenda  
que hay particulares que pueden resultar afectados en forma directa, a estos se les comunicará la existencia 
de la actuación y el objeto de la misma. 
 
En estas actuaciones se aplicará en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos  14, 34 y 35. “ 
 
Estos artículos establecen a su vez que:  
 
“Artículo 14.- Cuando de la misma petición o de los registros que lleve la autoridad, resulte que hay terceros 
determinados que pueden estar directamente interesados en las resultas de la decisión, se les citará para 
que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos. La citación se hará por correo a la dirección que se 
conozca si no hay otro medio más eficaz. 
 
En el acto de citación se dará a conocer claramente el nombre del peticionario y el objeto de la petición. 
 
Si la citación no fuere posible, o pudiere resultar demasiado costosa o demorada, se hará la publicación de 
que trata el artículo siguiente.” 
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“Artículo 34.- Durante la actuación administrativa se podrán pedir y decretar pruebas y allegar informaciones, 
sin requisitos ni términos especiales, de oficio o a petición del interesado.” 
 
“Artículo 35.- Habiéndose dado oportunidad a los interesados para expresar sus opiniones, y con base en las 
pruebas e informes disponibles, se tomará la decisión que deberá ser motivada al menos en forma sumaria 
si afecta a particulares. 
 
En la decisión se resolverán todas las cuestiones planteadas, tanto inicialmente como durante el trámite. 
 
Cuando el peticionario no fuere el titular del interés necesario para obtener lo solicitado o pedido, las 
autoridades negarán la petición y notificarán esta decisión a quienes aparezcan como titulares del derecho 
invocado, para que puedan hacerse parte durante la vía gubernativa, si la hay. 
 
Las notificaciones se harán conforme lo dispone el capítulo X de este título.” 
 
El artículo 74 que, como se ha visto,  remite al artículo 28 del mismo Código y éste a su vez a las 
normas relativas a la  citación del interesado (art. 14 C.CA.), la oportunidad para presentar 
pruebas (art. 34 C.C.A) y los presupuestos para la  adopción de decisiones (art. 35 C.C.A), 
consagra en consecuencia un debido proceso, el cual debe aplicarse cuando quiera que se 
proceda a la revocatoria de un acto administrativo de carácter particular, bien sea que se requiera 
obtener el consentimiento del titular del derecho, o que, tratándose de las excepciones antes 
analizadas, no se exija ese beneplácito.  
 
En ese mismo sentido, la Corte Constitucional señaló que: “(i) En relación con los  actos administrativos que 
hayan creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho 
de igual categoría, es necesario obtener el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular para poder 
proceder a su revocatoria directa. (ii) La anterior regla general conoce dos excepciones a las que se refiere el 
inciso 2° del artículo 73 del C.C.A: una, la del acto que resulta de la aplicación del silencio administrativo 
positivo, y otra que se configura cuando es manifiesto que el acto administrativo fue obtenido ilícitamente. 
(iii) En los dos supuestos anteriores, la Administración tiene la facultad de revocar su propio acto 
aún sin consentimiento del beneficiario, siempre que se agote como mínimo el procedimiento 
previsto en los artículos 14, 28, 34, 35 y 74 del Código Contencioso Administrativo y que la 
manifiesta ilegalidad, tanto de las conductas reprochadas, como de los medios utilizados para 
lograr la expedición del acto administrativo, esté plenamente probada en el procedimiento 
administrativo que contemplan las referidas disposiciones.”1(…)” (subrayado y negrillas fuera del 
texto) 

 
Esta sentencia resulta relevante, por cuanto el Consejo de Estado al decidir el caso en concreto, ordenó 
la nulidad del acto administrativo y el consecuente restablecimiento del derecho, por cuanto, si bien el 
acto administrativo había sido obtenido bajo medios ilegales producto del accionar del demandante,  no 
se requería permiso del titular, pero la decisión se encontraba viciada de nulidad por cuanto la entidad 
administrativa al haberlo revocado no observó el mandato legal y constitucional de respetar el debido 
proceso: 
 

“(…) Ahora bien, la Sala insiste en que el procedimiento administrativo que se echa de menos debió 
adelantarse aún en el evento en que se estimara, como al parecer ocurría en este caso2, que el oficio 
revocado había sido expedido por medios ilegales. En efecto, aunque en ese supuesto no es 
exigible el consentimiento expreso y escrito del titular del derecho, en todo caso debe 
respetarse el debido proceso, para lo cual debe surtirse la correspondiente actuación 
administrativa (artículo 74 del C.C.A.), en donde debe aparecer prueba de que una abrupta 
abierta e incontrovertible actuación ilícita o fraudulenta fue la que produjo el acto revocado.  
 
En este caso, no obstante, ni el procedimiento referido se efectuó ni se obtuvo la prueba de la 
utilización de medios abiertamente ilegales en la expedición del oficio revocado. 
 
7.- Conclusión 
 
En el anterior contexto normativo, fáctico y probatorio, concluye la Sala el acto acusado vulnera los artículos 
29 de la Constitución Política y 73 y 74 del Código Contencioso Administrativo, por lo que procede declarar 
su nulidad, como en efecto lo hará en la parte resolutiva de esta providencia, disponiendo, a título 

 
1 Sentencia T-215 de 2006. 
2 En el acto acusado se dice que la expedición del oficio 0376-2-0112 de 21 de enero de 2005 “fue irregular, efectuada en indebida 
forma” (fl. 14 del cdno. ppal.). 
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de restablecimiento del derecho, que el oficio MT-0376-2-0112 del 21 de enero de 2005, expedido por la 
Dirección Territorial Valle del Cauca del Ministerio de Transporte tiene plenos efectos jurídicos. (…)” (subrayado 
y negrillas fuera del texto) 
 
(Consejo de Estado - Sala de Lo Contencioso Administrativo - Sección Primera. Consejero 
ponente: RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA . Bogotá, D. C., tres (3) de noviembre de dos mil 
once (2011). Radicación número: 11001-03-24-000-2006-00225-00) 

Ahora bien, es necesario determinar qué debe entenderse por ilicitud, es decir, cuando el acto 
administrativo ha sido expedido con error, fuerza o dolo, que conlleven a afirmar que la administración 
pueda revocar el acto administrativo particular o concreto sin el permiso de su titular. 

La jurisprudencia del Consejo de Estado como la de la Corte Constitucional, no son ecuánimes al momento 
de definir qué debe entenderse por ilicitud, pero a voces del tratadista Libardo Rodríguez Rodríguez, la 
ilicitud comporta un grado mayor que la simple ilegalidad, pues esta última puede ser demandada por la 
propia administración a través de la acción de lesividdad, pero, la ilicitud comporta la expedición del acto 
bajo la fuerza, el dolo y el error. 

Por lo tanto, cuando la administración pretenda revocar los actos administrativos alegando la ilicitud de 
los mismos, sin el permiso del titular, debe, demostrar con suficientes medios probatorios la existencia del 
error, la fuerza o el dolo y garantizar un proceso preliminar que garantice y espete los derechos del 
administrativo. Cómo la ley no  define la ilicitud, es necesario ejemplificar algunos casos en que las altas 
corporaciones hayan declarado la existencia o no de un acto ilícito, veamos: 

• Sentencia C-672 de 2001, la Corte Constitucional se pronunció frente a la exequibilidad de la Ley 
190 de 1995. La Corte adujo, que si el empleado público nombrado por la entidad ha obrado de 
buena fe, hecho este que se presume, debe ser revocado previo permiso del titular y de no 
obtenerse se debe acudir a la acción de lesividad: 
 
“(…) El artículo 74 que, como se ha visto, remite al artículo 28 del mismo Código y éste a su vez a las normas 
relativas a la citación del interesado (Art. 14 C.CA.), la oportunidad para presentar pruebas (Art. 34 C.C.A) y 
los presupuestos para la adopción de decisiones (Art. 35 C.C.A), consagra en consecuencia un debido 
proceso, que de acuerdo con las circunstancias podrá aplicarse por el funcionario competente al que se ha 
advertido de la ausencia de requisitos a que alude la norma atacada.  

Si la persona que asumió el cargo sin el cumplimiento de los requisitos obró de buena fe, 
circunstancia que ha de presumirse11, la revocatoria del acto respectivo solo podrá efectuarse 
previa manifestación de su consentimiento y en cumplimiento del procedimiento señalado en el 

artículo 74 C.C.A.  

En el caso de que resulte manifiesta la utilización de medios ilegales no solamente procederá la revocatoria 
sin necesidad del consentimiento del implicado, respetando en todo caso el procedimiento señalado en el 
artículo 74 C.C.A., sino que serán aplicables las sanciones a que haya lugar dentro del proceso 
penal o disciplinario respectivo, incluida la inhabilidad que establece el inciso segundo del 
artículo 5° atacado. (…)” 

• En la sentencia T- 450 de 2002, la Corte Constitucional estudió el caso de una persona pensionada 
a quien el Instituto de los Seguros Sociales le revocó transcurridos (11) años desde que le fue 
concedida la pensión el acto que la reconoció el derecho, alegando, que luego de una auditoría 
interna se pudo constatar que la partida de bautismo fue alterada. La corte sostuvo que en este 
caso no se había presentado ninguna causal de ilicitud, por lo que la entidad debía demandar su 
propio acto administrativo mediante la acción de lesividad: 
 
“(…) No entiende la Corte cómo el Seguro Social tarda once años en hacer una Auditoria Interna en donde 
advierte una supuesta falsedad y adulteración en la fecha de nacimiento del señor ALCIDES MALDONADO 
FIGUEROA, y  luego no sabe cómo probar los presuntos delitos endilgados al accionante a través de la 
Resolución 3354 de 2001. Y lo que es peor, no denuncia a las  autoridades los presuntos ilícitos 
como es su deber hacerlo, si no que se apresura a suspender su propio acto, sin esperar siquiera 
las resultas de un proceso penal. 
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Deberá entonces la Administración, iniciar la investigación penal  si considera que hubo 
actuaciones delictivas en el curso del trámite que culminó con el reconocimiento de la pensión 
de jubilación del actor. Pero la actual falta de certidumbre sobre un ilícito comportamiento del 
interesado no permite la aplicación unilateral de la facultad revocatoria excepcional. 
  
A juicio de la Corte -se repite-, no resulta evidente que el reconocimiento de la pensión hubiera 
ocurrido por medios ilegales, ya que la resolución 000364 del 28 de febrero de 1995 mediante la cual se 
reconoce la pensión de vejez al accionante a partir de julio de 1990, se expidió previo el lleno de los requisitos 
de ley y luego de haber cumplido la edad y las semanas requeridas. 
  
La Administración no podía, entonces, revocar el acto positivo mediante el cual había reconocido la pensión 
-con lo cual había creado un derecho particular-, sin contar con la anuencia escrita y expresa de su titular. 
La única vía que le quedaba era la de demandar su propio acto, proceder que a juicio de la Corte, es el que 
debe seguirse por el demandado. (…)” 
 

• Sentencia C-835 de 2003, en la que la Corte Constitucional declaró exequible el artículo 19 de la 
ley 797 de 2003 que permite la revocatoria de los actos administrativos que reconocen pensiones 
de manera irregular. El fallo es trascendental, por cuanto para la corte la ilicitud lleva implícito la 
comisión de un tipo penal que encuadre dentro de los delitos especiales del servidor público, 
porque de lo contrario se estaría ante un acto ilegal que requiere permiso previo de su titular y de 
no concederse la entidad pública debe demandar su propio acto en acción de lesividad.  
 
“(…) Cosa distinta ocurre cuando el incumplimiento de los requisitos aludidos esté tipificado como delito y la 
Corte señala claramente que basta con la tipificación de la conducta como delito, para que la administración 
pueda revocar, aunque no se den los otros elementos de la responsabilidad penal, de tal manera que en 
el evento de que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa o se halla 
comprobado el incumplimiento de los requisitos, basta con que sean constitutivos de conductas 
tipificadas por la ley penal, hipótesis en la cual se inscribe la utilización de documentación falsa, 
en conexidad o no con conductas tipificadas por la ley penal tales como el cohecho, el peculado, 
etc.  

(…) 

Desde luego que en desarrollo del debido proceso la revocatoria establecida en el artículo 19 de la ley 797 
de 2003 tiene que cumplir satisfactoriamente con la ritualidad prevista en el Código Contencioso 
Administrativo o en los estatutos especiales que al respecto rijan.  Vale decir, con referencia al artículo 19 
acusado el acto administrativo por el cual se declara la revocatoria directa de una prestación económica, 
deberá ser la consecuencia lógica y jurídica de un procedimiento surtido con arreglo a los artículos 74, 28, 
14, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo, sin perjuicio de la aplicación de las normas de carácter 
especial que deban privilegiarse al tenor del artículo 1 del mismo estatuto contencioso.  Pero en todo caso, 
salvaguardando el debido proceso.  Igualmente, mientras se adelanta el correspondiente procedimiento 
administrativo se le debe continuar pagando al titular –o a los causahabientes- de la pensión o prestación 
económica las mesadas o sumas que se causen, esto es, sin solución de continuidad.  Y como respecto del 
titular obra la presunción de inocencia, le corresponde a la Administración allegar los medios de 
convicción que acrediten la irregularidad del acto que se cuestiona.  Es decir, la carga de la 
prueba corre a cargo de la Administración. 

Por lo tanto, los motivos que dan lugar a la hipótesis revocatoria del artículo 19 no pueden entenderse de 
manera indeterminada, aislada, ni al margen del debido proceso.  Antes bien, la manifiesta ilegalidad, 
tanto de las conductas reprochadas como de los medios utilizados para acceder a la prestación económica 
que se cuestione, debe probarse plenamente en el procedimiento administrativo que contemplan las 
prenotadas disposiciones, para lo cual el titular del derecho prestacional o sus causahabientes deberán contar 
con todas las garantías que inspiran el debido proceso en sede administrativa, destacándose el respeto y 
acatamiento, entre otros, de los principios de la necesidad de la prueba, de la publicidad y la contradicción; 
y por supuesto, imponiéndose el respeto y acatamiento que ameritan los términos preclusivos con que cuenta 
el funcionario competente para adelantar y resolver cada etapa o lapso procedimental.  Así, la decisión 
revocatoria, en tanto acto reglado que es, deberá sustentarse en una ritualidad sin vicios y en una 
fundamentación probatoria real, objetiva y trascendente, en la cual confluyan de manera evidente todos los 
elementos de juicio que llevaron al convencimiento del funcionario competente para resolver.  En conclusión, 
entre la parte motiva y la parte resolutiva del acto de revocatoria directa deben mediar relaciones de 
consonancia que estén acordes con los respectivos mandatos constitucionales y legales, particularmente, con 
el debido proceso, la legalidad de los derechos adquiridos y la defensa del Tesoro Público.  Recordando 
además que, en materia de supresión de actos administrativos, no es lo mismo cuando 
interviene un funcionario administrativo que cuando interviene el juez; y que, en todo caso, la 
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revocatoria directa de un acto administrativo que reconoce una pensión o prestación económica 

sólo puede declararse cuando ha mediado un delito. 

(…) 

Sólo bajo estos lineamientos se declarará la exequibilidad condicionada del artículo 19 de la ley 797 de 2003; 
en el entendido que el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base 
en documentación falsa, se refiere siempre a conductas que estén tipificadas como delito por la 

ley penal. (…)” 

• En la sentencia T-957 de 2011 la Corte Constitucional estudió el caso de un docente a quien la 
administración había revocado el acto de nombramiento en propiedad, luego haberse sometido a 
un concurso de méritos realizado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, pues el título de 
Maestro no generaba la idoneidad para el cargo, y por lo tanto, el nominador revocó el acto 
administrativo sin mediar un proceso y sin permiso de su titular. En dicha ocasión, la Corte 
Constitucional adujo que no existía ilicitud del acto administrativo y que el educador debía ser 
reintegrado al cargo. Señaló la Corte: 
 
“(…) Del mismo modo, se observa que tampoco se configura alguna de las causales excepcionales previstas 
en la ley para proceder a revocar dicho acto sin el consentimiento expreso del administrado, pues es 
indiscutible que el acto en cuestión no resultó de la aplicación del silencio administrativo positivo y, 
adicionalmente, no obra dentro del plenario prueba alguna que permita inferir que el mismo se expidió por 
medios ilegales.  
 
En efecto, para esta Sala de Revisión mal podría predicarse algún vicio de fraude o ilegalidad 
respecto del acto de nombramiento del señor Carlos Abel Sierra Cepeda como docente de básica 
primaria, si éste surgió como resultado de un concurso público de méritos, en el que la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, que tuvo a su cargo la dirección y el manejo del mismo, analizó, 
evaluó y avaló el título de idoneidad aportado por el actor para ejercer dicha actividad, así como 
su desempeño en las distintas pruebas realizadas, hasta encontrar mérito para incluirlo en la 
lista de elegibles. (…)” 

 
De lo anterior se concluye, que la ILICITUD comporta un grado de fraude,  en donde la persona – titular, 
se hace a medios fraudulentos, constitutivos de tipos penales, debidamente probados por la 
administración, que generan, el derecho a que el estado revoque y deje sin efectos los actos que hayan 
generado situaciones particulares y concretas sin permiso del titular; e incluso, aun cuando el acto 
administrativo sea ilícito, se debe respetar el debido proceso del administrado, haciéndole conocer de los 
motivos por los cuales se debe revocar dicho acto. 
 
En el subjudice, se tiene que, mi poderdante NO cometió ILICITUD o ILEGALIDAD alguna para obtener la 
sustitución de la pensión de vejez reconocida en su oportunidad al Señor EDGAR LEONOCIO ESPAÑA 
LÓPEZ y en tal razón, mi poderdante no debe asumir las cargas generadas por los yerros cometidos por 
COLPENSIONES.  

 
XI.  EXCEPCIONES 

 
De conformidad con el artículo 172 del CPACA en concordancia con el artículo 100 del CGP, interpongo las 
siguientes excepciones: 
 
EXCEPCIONES DE FONDO: 
 

A) IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE LESIVIDAD POR NO AGOTAMIENTO DEL 
REQUERIMIENTO DE REVOCATORIA Y NO CONSENTIMIENTO DE LA DEMANDADA: 

 
El artículo 97 del CPACA sobre la revocatoria de los actos administrativos, señala que, el acto administrativo 
no podrá ser revocado “sin el consentimiento previo, escrito, y expreso de su titular. Si el titular niega su 
consentimiento (…) deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.   
 
En el sub-lite, COLPENSIONES aduce que remitió a mi mandante el requerimiento relacionado con el 
número SUB 119531 del 06 de julio de 2017 sin embargo, no aportó prueba de envío del mismo a través 
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de correo certificado, y por tal razón, no es procedente que se haya iniciado la acción de lesividad si se 
faltó al citado requerimiento.  
 
Ahora bien, el artículo 97 del CPACA establece literalmente “Si el titular niega su consentimiento (…) 
deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.  ; Por tal razón, como quiera 
que se desconoce el citado requerimiento, no existe prueba de su entrega, además, como jamás mi 
mandante tuviera la oportunidad de manifestar o no su consentimiento, y toda vez que la norma establece 
que la acción es procedente si se niega el consentimiento, el mismo no se configuró en el presente asunto, 
y por tanto, no se cumple con los lineamientos tendientes a demostrar los requisitos procesales previos 
para la interposición de la acción de lesividad.  
 

B) COMPATIBILIDAD DE LAS PENSIONES DE JUBILACIÓN POR SERVICIOS PRESTADOS 
EN EL SECTOR PÚBLICO Y PRIVADO 

 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B. Sentencia de 
01 de marzo de 2012. Radicado No. 17001-23-31-000-2009- 00102: 

 
 “Es viable percibir una pensión de jubilación por servicios prestados en el sector público y a la 
vez recibir una pensión de vejez por parte del ISS siempre que ésta se reconozca por servicios 
prestados a patronos particulares. No sucede lo mismo cuando la pensión que reconoce el ISS incluye 
tiempos laborados en el sector público porque en ese caso se involucran dineros que provienen del “tesoro 
público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado” y en tal sentido sería 
incompatible con la pensión de jubilación reconocida por servicios prestados en el sector 01(0375-11). 
Público”. 

 

Consejo de Estado. Sentencia de 17 de abril de 2013, Sección Segunda. Radicado 25000- 23-25-0002009-
00274-01 2297-11. C.P. Alfonso Vargas Rincón: 
 

 “Si bien es cierto, que es viable percibir una pensión de jubilación por servicios prestados en el 
sector público y a la vez recibir una pensión de vejez por parte del ISS siempre que ésta se 
reconozca por servicios prestados a empleadores particulares, no ocurre lo mismo cuando la pensión 
que reconoce el Instituto de Seguros Sociales incluye tiempos laborados en el sector público porque en ese 
caso se involucran dineros que provienen del tesoro público, y en tal sentido sería incompatible con la pensión 
de jubilación post mortem que fuera reconocida por servicios prestados en el sector público. ” 

 
Consejo de Estado, Sentencia de 19 de febrero de 2015. Radicado No. 0882-2013, C.P. Sandra Lisset 
Ibarra Vélez: 
 

“De lo anterior se concluye que es viable percibir una pensión de jubilación por servicios prestados 
en el sector público ya la vez recibir una pensión de vejez por parte del ISS siempre que ésta se 
reconozca por servicios prestados a patronos particulares. No sucede lo mismo cuando la pensión 
que reconoce el Instituto del Seguro Social incluye tiempos laborados en el sector público porque en ese caso 
se involucran dineros que provienen del “tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga 
parte mayoritaria el Estado” y en tal sentido sería incompatible con la pensión de jubilación reconocida por 
servicios prestados en el sector público.” (Subraya ajena al texto) 

 
Consejo de Estado.  SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN 
B. Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER. Diecinueve (19) de junio de dos mil veinte (2020). 
Radicación número: 25000-23-42-000-2014-03092-01(1169-16) 
 

Sin perjuicio de lo anterior, este alto tribunal ha determinado que es dable devengar simultáneamente 
una pensión de jubilación por servicios prestados en el sector público y una pensión de vejez 
pagada por el ISS, siempre y cuando la segunda de ellas se obtenga por servicios laborados en 
el sector privado. 

 
Como quiera que, al causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ antes de su fallecimiento acaecido el 20 
de diciembre de 2016 se le reconocieron dos pensiones de vejez / jubilación: 
 

i) Por parte de CAJANAL hoy UGPP en virtud de su afiliación y cotización desde el 01 de enero 
de 1978 al 30 de mayo de 1999 por haber laborado en una Institución de carácter estatal, 
esto es, el Hospital Universitario Departamental de Nariño.  
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ii) Por parte del ISS hoy COLPENSIONES causada por su afiliación y cotización como trabajador 
particular y sin computarse tiempos de cotización y vinculación al sector público reconocida 
en virtud del acuerdo 049 de 1990, al acreditar más del mínimo de 500 semanas y 60 años 
de edad exigidas por la ley.  

 
Es así que, la compatibilidad se afirma por cuanto el causante en vida cotizó como trabajador del sector 
público con CAJANAL-UGPP y como trabajador privado con el ISS – COLPENSIONES. De esta manera, una 
lectura y revisión de la resolución que reconoció la pensión por parte de CAJANAL infiere que aquella se 
reconoció en virtud de la condición de servidor público con el Hospital Universitario Departamental de 
Nariño, en tanto que la reconocida por el ISS no contabilizó ningún tiempo laborado con el Hospital 
Universitario Departamental de Nariño, ni tampoco de entidades públicas.  
 

C) IMPROCEDENCIA DE LA ANULACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
DEMANDADOS Y APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD EN EVENTOS DE 
INCOMPATIBILIDAD PENSIONAL 

 
Al causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ antes de su fallecimiento acaecido el 20 de diciembre de 
2016 se le reconocieron dos pensiones de vejez / jubilación: 
 

i) Por parte de CAJANAL hoy UGPP en virtud de su afiliación y cotización desde el 01 de enero 
de 1978 al 30 de mayo de 1999 por haber laborado en una Institución de carácter estatal, 
esto es, el Hospital Departamental de Nariño.  
 

ii) Por parte del ISS hoy COLPENSIONES causada por su afiliación y cotización como trabajador 
particular y sin computarse tiempos de cotización y vinculación al sector público reconocida 
en virtud del acuerdo 049 de 1990, al acreditar un mínimo de 500 semanas y 60 años de 
edad. 
 

Mismas que fueron sustituidas en modalidad de pensión de sobrevivientes a mi prohijada MAGDA BEATRIZ 
MARTINEZ ARTURO. 
 
En el hipotético evento en que el despacho considerara que ellas no son compatibles, tampoco es posible 
acceder a la nulidad de los actos administrativos demandados, por cuanto, el artículos 31 del Decreto 3135 
de 1968 y el artículo 88 del Decreto reglamentario 1848 de 1969, señalan que, ante la existencia de dos 
pensiones, el interesado debe escoger aquella que le resulte más beneficiosa: 
 

Decreto 3135 de 1968 articulo 31.-  Las pensiones de jubilación, invalidez y retiro por vejez son incompatibles 
entre sí. El empleado o trabajador podrá optar por la más favorable cuando haya concurrencia de 
ellas. 

 
Decreto 1848 de 1969.- Artículo 88.- Incompatibilidad. Las pensiones de invalidez, jubilación y retiro por 
vejez, son incompatibles entre sí. En caso de concurrencia del derecho a ellas, el beneficiario optará por 
la que más le convenga económicamente.  

 
Y como quiera que, antes del deceso del causante las entidades no se percataron de la supuesta anomalía, 
no se generó la posibilidad de que se escogiera la que más le convenía económicamente al señor EDGAR 
LEONCIO ESPAÑA LOPEZ y sobre la cual hubiese mi mandante solicitado la sustitución pensional. 
 
Sobre este aspecto, el Consejo de Estado, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 
SEGUNDA. SUBSECCIÓN B. Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER. Diecinueve (19) de junio 
de dos mil veinte (2020). Radicación número: 25000-23-42-000-2014-03092-01(1169-16) estudio un 
asunto relacionado con la sustitución de pensiones no compatibles, confirmando el fallo del Tribunal quien 
no anuló los actos demandados. 
 
En la sentencia de Primera Instancia el Tribunal afirmó: 
 

Que «[…] únicamente se encuentran demandados los actos administrativos mediante los cuales el ISS – 
empleador y asegurador – reconoció la pensión de jubilación compartida a favor del señor Nell Javier Paz (R. 
3370 de 1994 y 21851 de 2000), y los actos por los cuales se sustituyó la prestación a la demandada (R. 
2255 de 2006 y 24100 de 2006), los cuales no pueden ser anulados como lo pretende la entidad demandante, 
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so pena de desconocer lo previsto en los artículos 31 del [D]ecreto 3135 de 1968 y 88 del [D]ecreto 
reglamentario 1848 de 1969, toda vez que […] la pensión de jubilación compartida es la más favorable a los 
intereses de la [accionada] […], por lo tanto, los actos enjuiciados son los que deben permanecer en el 
ordenamiento jurídico, para garantizar [sus] […] derechos […]». 
 
Concluye que «[…] pese a advertir la incompatibilidad pensional, que deben tomar en cuenta las partes, la 
Sala no puede anular los actos acusados, que reconocen y sustituyen la pensión más beneficiosa para la 
señora Irma Carretero de Paz […]», en tanto que además no se demostró una actuación de mala fe que 
conlleve la devolución de los dineros recibidos. 

 

Y en sentencia de Segunda Instancia el Consejo de Estado falló: 
 

1.º Confirmase la sentencia de 20 de noviembre de 2015, proferida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca (subsección C de la sección segunda), que negó súplicas de la demanda en el proceso 
instaurado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social (UGPP) contra la señora Irma Carretero de Paz, conforme a la parte motiva. 
 

Para tomar dicha decisión, el Consejo de Estado argumentó: 
 

“…No obstante todo lo anterior, resulta relevante advertir que si bien las referidas pensiones son 
incompatibles, lo cierto es que no es dable anular los actos acusados en la medida en que dichas 
disposiciones también preceptúan que en los casos en que hayan varias pensiones, como en 
este caso, el interesado podrá optar por la más beneficiosa económicamente. 
 
En el presente asunto, para el año 2005 (fallecimiento del causante) la pensión sanción (no demandada en 
este proceso) alcanzaba la suma de $381.500, en tanto que la compartida (acusada en este expediente) 
correspondía durante esa anualidad, al valor total de $5.544.311, de lo que no hay duda que esta última es 
la más conveniente a los intereses de la accionada. 
 
En ese entendido, a pesar de la incompatibilidad pensional, esta Corporación encuentra que acceder a las 
pretensiones del libelo introductorio, conllevaría un quebranto del derecho fundamental al mínimo vital de la 
demandada, máxime cuando a la fecha de emisión de este fallo cuenta con 80 años de edad (pues nació el 
8 de septiembre de 1936), que implicaría todo un despropósito al fin propio de una pensión de jubilación, 
que no es otro que un respaldo económico en la vejez, como garantía de la subsistencia. 
 
Con fundamento en los elementos de juicio allegados al expediente y apreciados en conjunto, de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, sin más disquisiciones sobre el particular, la Sala confirmará la sentencia de 
primera instancia, que negó las súplicas de la demanda….” 

 
Descendiendo al caso en concreto, el precedente en mención es totalmente aplicable, por cuanto 
COLPENSIONES está demandado los siguientes actos administrativos: 
 

1. Resolución No. 001110 del 26 de abril de 2007 por la cual se reconoció la pensión de vejez a favor 
del causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ expedida por el ISS. 

 

2. Resolución No. SUB  119-531 del 09 de julio de 2017 por la cual se reconoció la sustitución de la 
pensión de vejez a favor del causante EDGAR LEONCIO ESPAÑA LOPEZ a favor de MAGDA 
BEATRIZ MARTINEZ ARTURO. 

 
La citada prestación reconocida por COLPENSIONES es de las dos pensiones objeto de discusión por su 
supuesta incompatibilidad la más cuantiosa y de la cual depende en un 100% los ingresos de mi mandante, 
motivo por el cual, se solicita que en atención al precedente ya enunciado no se declare la nulidad de los 
actos administrativos pues la entidad demandada, nunca procedió a permitirle previamente a esta 
demanda que el causante como la beneficiaria hicieran uso del artículo 31 del Decreto 3135 de 1968 y 
articulo 88 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969. 
 
Seguidamente, y en el evento en que inclusive se hubiese adoptado tal posibilidad, la pensión que deba 
reconocerse por COLPENSIONES tendría que integrar los aportes públicos, privados, bonos pensionales a 
fin de no solamente continuar con la pensión mayor por favorabilidad, sino su revisión, actualización y 
reliquidación, aplicándose siempre el principio de favorabilidad. 
 

iii) AFECTACIÓN DEL MÍNIMO VITAL DE LA DEMANDADA: 
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La declaratoria de nulidad de los actos administrativos vulneran el derecho al mínimo vital de quien 
represento. En un caso análogo relacionado en la Sentencia T-012 de 2009 la H. Corte Constitucional 
señalo: 
 

“(…) La Corte Constitucional ha sido consistente en considerar el mínimo vital como un derecho fundamental, 
el cual se deriva de manera directa del Estado Social de Derecho y se relaciona estrechamente con la dignidad 
humana como valor fundante del ordenamiento jurídico y con la garantía del derecho a la vida misma, al 
trabajo y a la seguridad social.  
 
En palabras de esta Corporación el derecho fundamental al mínimo vital “ (…) constituye la porción de los 
ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como 
son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la 
atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad 
humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional (…)”3 
 
La jurisprudencia constitucional ha indicado que el contenido del derecho al mínimo vital no se reduce  a la 
satisfacción de las necesidades mínimas de la persona o de su grupo familiar, que simplemente le provean lo 
relacionado con la mera subsistencia. Por el contrario, este derecho tiene un contenido más amplio, de tal 
manera que comprende lo correspondiente a la satisfacción de las necesidades básicas de la persona o de su 
grupo familiar para su subsistencia, como también lo necesario para garantizarle una vida en condiciones 
dignas, lo cual implica la satisfacción de necesidades tales como la alimentación, el vestuario, la salud, la 
educación, la vivienda y la recreación entre otras, que vistas en conjunto, constituyen los elementos para la 
construcción de una calidad de vida aceptable para cada ser humano. 
 
El derecho al mínimo vital requiere ser dimensionado correctamente, es decir, debe ser considerado frente a 
una situación de hecho específica, sin que pueda ser objeto de análisis en abstracto, lo cual implica una 
valoración cualitativa y no cuantitativa de su contenido para cada persona de cara a su caso concreto, 
conforme con sus condiciones personales, sociales y económicas. Ello significa que le corresponde al juez 
frente a un caso concreto desarrollar una actividad valorativa de las particulares circunstancias que rodean a 
una persona ya su grupo familiar, a sus necesidades, y a los recursos de los que requiere para satisfacerlas , 
de tal forma que pueda determinar, si vista la situación fáctica, se está ante una amenaza o afectación del 
derecho al mínimo vital, y por ello se hace necesario que se otorgue de manera urgente la protección judicial 
solicitada a través de la acción de tutela.  
 
Finalmente, en lo que interesa a esta causa, en desarrollo de esta línea interpretativa, la jurisprudencia 
constitucional ha señalado unos requisitos que de estar presentes en un caso concreto indican que el derecho 
fundamental al mínimo vital de un trabajador o pensionado está siendo objeto de amenaza o vulneración, 
como son: que “(i) el salario o mesada sea el ingreso exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo 
ingresos adicionales sean insuficientes para la cobertura de sus necesidad básicas y que (ii) la falta de pago 
de la prestación genere para el afectado una situación crítica tanto a nivel económico como psicológico, 
derivada de un hecho injustificado, inminente y grave”4 (…)” (subrayado fuera del texto)  

 
En efecto, el artículo 53 de la Constitución Nacional consagra como uno de los principios rectores el mínimo 
vital, entendiendo por tal los ingresos económicos que permiten solventar las necesidades básicas de 
acuerdo con el nivel de vida de cada persona. 
 
Al respecto manifestó el Consejo de Estado en fallo del 3 de noviembre de 2005, con ponencia de la doctora 
Ligia López Díaz  
 

“(…) Esta Sección ha considerado como "mínimo vital", los ingresos esenciales, necesarios e insustituibles que 
requiere una persona para suplir sus necesidades- básicas y poder mantener una subsistencia en condiciones 
de dignidad y Justicia, para ella y su familia el cual no puede equipararse con la expresión "salario mínimo", 
contenida en las normas laborales, pues éste tan sólo es el margen de la proporción mínima que debe pagarse 
atendiendo las condiciones allí establecidas (…)”. 

 
De lo anterior se puede deducir que el mínimo vital constituye el ingreso mínimo que requiere una persona 
para solventar sus necesidades y las de su núcleo familiar en armonía con su nivel de vida, es decir, que 
aquel concepto no puede ser estandarizado frente a la comunidad en general, puesto que el mismo 
dependerá de las especiales condiciones de vida de cada persona.  
 

 
3 Ver sentencia SU-995 de 1999 (M. P. Carlos Gaviria Días)  
4 Ver sentencia SU-995/99  M. P. Carlos Gaviria Díaz. 
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Tesis corroborada por la H. Corte Constitucional en la Sentencia T-130 del 23 de febrero de 2006, con 
ponencia del doctor Alfredo Beltrán Sierra, en la que señaló: 
 

“(…) La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que para establecer la vulneración del mínimo 
vital, deben acreditarse unos elementos: “(i) que existiendo un salario o mesada como ingreso exclusivo del 
trabajador o pensionado, o que habiendo otros ingresos adicionales sean insuficientes para asumir las 
necesidades básicas y que (ii) la falta de pago de la prestación reclamada cause un grave desequilibrio 
económico y emocional al afectado, derivado de un hecho injustificado, inminente y grave5. (…)  

 
En igual sentido ha indicado la Corte Constitucional que si el accionante aduce la existencia de un perjuicio 
irremediable, es su deber demostrarlo. En sentencia T-236 de  marzo 30 de 2007 marzo 30 M. P. Manuel 
José Cepeda Espinosa, en la que se señaló: 
  

“(…) si se alega como perjuicio irremediable la afectación del mínimo vital, la Corte ha señalado que si bien 
en casos excepcionales es posible presumir su afectación, en general quien alega una vulneración de este 
derecho como consecuencia de la falta de pago de alguna acreencia laboral, debe acompañar su afirmación 
de alguna prueba, al menos sumaria. Esta Corporación ha reconocido que la informalidad de la acción de 
tutela no exonera al actor de probar, aunque sea de manera sumaria, los hechos en los que basa sus 
pretensiones (…)”  

 
Mi mandante MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO cuenta en la actualidad con 74 años de edad, durante 
40 años que convivió con su esposo no ejerció actividad económica alguna, ocupándose de ser ama de 
casa y de la economía del cuidado del hogar, por tanto,  no percibe  una pensión de jubilación, vejez o 
invalidez propia de suerte que, el único ingreso estable para sostenerse se derivan de la pensión de 
sobrevivientes de quien en vida fue su esposo EDGAR LEONCIO EPAÑA LOPEZ y quien falleció en el año 
2016. 
 
A partir de los ingresos económicos percibidos en vida por su Esposo se generó la conformación de un 
patrimonio familiar que, ante la condición económica social del causante como Médico Especialista, implicó 
un reconocimiento social y elevó su estatus económico. Seguidamente con el ingreso proveniente de las 
pensiones se mantuvo el patrimonio y ante la muerte repentina del causante en el año 2016 mi prohijada 
se vio obligada a mantener los mismos, transcurriendo 5 años en los cuales ha tratado de solventar las 
necesidades que una vida cóngruga no asimilable al SMMLV conlleva. 
 
De esta manera, en la actualidad mi prohijada percibe como único ingreso la suma mensual de 7.015.316 
de los cuales, $4.076.955 provienen de la mesada pensional de COLPENSIONES y la suma de 
$2.938.361,00 que provienen de la mesada pensional de la UGPP. Sin embargo, dada la condición de 
mínimo vital y congrugo, los gastos en los que incurre mi prohijada ascienden mensualmente en promedio 
a $7.684.525,50 existiendo inclusive un saldo faltante y adverso a mi prohijada de $684.525,50 que le 
genera afectación a su movilidad económica, y que de llevarse a una condición de suspensión provisional 
de cualquiera de la pensión perjudicaría con creces su mínimo vital, como se señala a continuación: 
 

INGRESOS MENSUALES 

Mesadas pensionales mensuales  $                                        7.015.316,00  

 
 

GASTOS  

GASTOS ANUALES 

Impuesto predial Carrera 43 No. 30-47  $                                        2.458.937,00  

Impuesto predial Alcaldía de Taminango   $                                           956.158,00  

Impuesto predial Bloque 2 apartamento 301 B Valle de Atriz  $                                        2.163.892,00  

Impuesto predial parqueadero 1 bloque 2 Valle de Atriz  $                                              98.930,00  

Impuesto predial parqueadero 2 bloque 2 Valle de Atriz  $                                              98.930,00  

Impuesto predial bodega 14 Valle de Atriz   $                                              26.922,00  

Impuesto predial Carrera 27 No. 84-96  $                                        4.825.000,00  

 
5 Sentencia T-027 de 2003, M. P. Jaime Córdoba Triviño. 
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Impuesto predial carrera 13 No.- 101  $                                        3.486.000,00  

Impuesto predial carrera 13 garaje 4  $                                           266.000,00  

Impuesto predial Carrera 13 garaje 3   $                                           266.000,00  

Cuota extraordinaria de administración Valle de Atriz  $                                        1.728.000,00  

Pago de cesantías 2 trabajadores vinculados laboralmente   $                                        1.755.606,00  

Pago de seguro vehículo   $                                        1.630.275,00  

Impuesto vehículo   $                                           578.100,00  

Declaración de vehículo   $                                              42.400,00  

Total anual  $                                     20.381.150,00  

Promedio mensual  $                                        1.358.743,33  

  

GASTOS  

GASTOS MENSUALES 

Col sanitas   $                                           886.040,00  

Pago de manutención de casa finca Remolino   $                                           433.840,00  

Internet y cable   $                                           228.850,00  

Administración Valle de Atriz  $                                           526.700,00  

Servicio público de agua  $                                              86.740,00  

Servicio público de gas  $                                              24.122,00  

Servicio público de luz  $                                              82.491,00  

Salario mensual de dos trabajadores vinculados con contrato a 
término indefinido, contrato verbal. Salario mensual: $908526  $                                        1.817.052,00  

Pago de prestaciones sociales mensuales 2 trabajadores  $                                           434.337,17  

Pago de seguridad social de dos trabajadores   $                                           600.400,00  

Alimentación 1 persona  $                                           300.000,00  

Vestuario 1 persona  $                                           350.000,00  

Medicamentos 1 persona  $                                              50.000,00  

Tanqueado de camioneta – transporte  $                                           120.000,00  

Gastos de manutención y varios   $                                           385.210,00  

Promedio mensual  $                                        6.325.782,17  

  

TOTAL GASTOS MENSUALES  $                                        7.684.525,50  

  

RESUMEN 

INGRESOS  $                                        7.015.316,00  

GASTOS MENSUALES  $                                        7.684.525,50  

DIFERENCIA  $                                         (669.209,50) 

 
En esta medida, los ingresos de mi poderdante para su bienestar resultan limitados, si se tiene en cuenta 
que la mesada pensional es el único ingreso y que como se explicó, debe atender todos los gastos en que 
se recurre para mantener los salarios del personal a su cargo, como de la manutención del patrimonio, 
aspecto sobre el cual se indica que mi prohijada no recibe rentas, o ingresos por concepto de 
arrendamientos de las propiedades, por cuanto aquellas se encuentra una habitada por la demandada y las 
otras en desuso debido a daños de infraestructura.  
 

iv) BUENA FE DE LA DEMANDANTE  
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Mi poderdante no participó en la obtención del acto administrativo objeto de controversia judicial, tampoco 
se hizo a mecanismos fraudulentos e ilícitos para incidir en que COLPENSIONES liquidara de una u otra 
forma la mesada pensional y por tal razón actuó siempre con la buena fe debida. 
 
Mi prohijada confió plenamente en que COLPENSIONES realizaba un control de legalidad de sus decisiones 
administrativas, y reconoció la mutabilidad o inmutabilidad de los actos administrativos. Es por esta razón, 
que el administrado no puede cargar con los perjuicios económicos que se originan con la actuación 
omisiva e indisciplinada del Estado, y por tal razón, el estatuto procesal enseña en su artículo 164 que no 
habrá lugar a recuperar las sumas que fueron recibidas de buena fe.  
 

v) PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 
 

a. Prescripción para solicitar la devolución del auxilio funerario: 
 

La entidad solicita la declaratoria de nulidad de la Resolución SUB 173330 del 23 de marzo de 2007 por la 
cual se reconoció un auxilio funerario a favor de MAGDA BEATRIZ MARTINEZ ARTURO. 
 
Sobre esta, habrá de aclararse que no se trata de una prestación periódica, y por tanto no es posible de 
demandarse en cualquier tiempo. 
 
De esta manera, aun cuando se aplicara la acción de lesividad para tal fin, la misma se encuentra prescrita 
por cuanto han transcurrido más de 3 años desde su reconocimiento.  

 
b. Prescripción para solicitar la devolución de dineros por concepto de salud: 

 
En la demanda se incorpora como pretensión: 
 

“… A título de restablecimiento del derecho se ordene al demandado, el reintegro de los valores 
girados por concepto de salud en virtud de los reconocimientos pensionales, en favor de LA 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES desde la fecha de inclusión 
en nómina de pensionados de la RESOLUCIÓN del ISS N.0 00111 O DEL 26 DE ABRIL DE 2007, Y 
DE LA RESOLUCION SUB N.0 119531 DEL 06 DE JULIO DE 2017,  hasta que se ordene la 
suspensión provisional o se declare su nulidad del acto administrativo objeto de este medio de 
control…” 

 
Sin embargo, COLPENSIONES no administra el sistema de Salud y por tanto, no cuenta con la competencia 
legal para exigir la devolución de cotizaciones por concepto de salud, aquella estaría en cabeza del Estado 
a través de la ADRESS o quien haga sus veces, pero dicha devolución no puede ser reclamada por parte 
de la demandante.  
 
Adicionalmente, aquella pretensión se encontraría prescrita al haber transcurrido más de 3 años desde 
que se causan tales descuentos.  

 
vi) FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: 

 
En la demanda se incorpora como pretensión: 
 

“… A título de restablecimiento del derecho se ordene al demandado, el reintegro de los valores 
girados por concepto de salud en virtud de los reconocimientos pensionales, en favor de LA 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES desde la fecha de inclusión 
en nómina de pensionados de la RESOLUCIÓN del ISS N.0 00111 O DEL 26 DE ABRIL DE 2007, Y 
DE LA RESOLUCION SUB N.0 119531 DEL 06 DE JULIO DE 2017,  hasta que se ordene la 
suspensión provisional o se declare su nulidad del acto administrativo objeto de este medio de 
control…” 

 
Sin embargo, COLPENSIONES no administra el sistema de Salud y por tanto, no cuenta con la competencia 
legal o legitimación en la causa por activa para exigir la devolución de cotizaciones por concepto de salud, 
aquella estaría en cabeza del Estado a través de la ADRESS o quien haga sus veces, pero dicha devolución 
no puede ser reclamada por parte de la demandante.  
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vii) IMPOSIBILIDAD DE LA DEVOLUCIÓN DE DINEROS POR SER SUMAS RECIBIDAS 
DE BUENA FE 

 
La Ley 1437 de 2011 establece en su art. 164 que se puede demandar en cualquier tiempo el acto 
administrativo que reconozca o niegue total o parcialmente prestaciones periódicas, haciendo la salvedad 
que “no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe”.  
 
En reciente jurisprudencia, la Corte Constitucional en sentencia C 258 de 2013 ha sostenido, frente a los 
principios de confianza legitima y buena fe, que:  
 

“3.8.         LOS PRINCIPIOS DE BUENA FE Y CONFIANZA LEGÍTIMA 
  

El principio de la confianza legítima encuentra su sustento en el artículo 83 de la Constitución, el cual se 
refiere a que “las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 
postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas.” 
 
De igual forma, esta Corporación en diferentes oportunidades ha desarrollado la norma constitucional en 
mención y al respecto ha indicado que las relaciones con la comunidad deben estar ceñidas al principio de la 
confianza legítima, lo que implica, de una parte, el deber de proceder con lealtad en las relaciones jurídicas 
y, de otra, el derecho a esperar que los demás obren de la misma forma.  
  
En efecto, con este principio se busca proteger al administrado de cambios bruscos o intempestivos 
efectuados por las autoridades cuando éstas de manera expresa o tácita han aceptado un comportamiento 
proveniente del ciudadano. Es aplicable a situaciones en las cuales el ciudadano se encuentra en una posición 
jurídica que puede ser modificable por la administración. Sin embargo, afirma la Corte: 
  

“(…) si la persona tiene razones objetivas para confiar en la durabilidad de la regulación, y el cambio 
súbito de la misma altera de manera sensible su situación, entonces el principio de la confianza 
legítima la protege. En tales casos, en función de la buena fe (CP art. 83), el Estado debe 
proporcionar al afectado tiempo y medios que le permitan adaptarse a la nueva situación. Eso 
sucede, por ejemplo, cuando una autoridad decide súbitamente prohibir una actividad que antes se 
encontraba permitida, por cuanto en ese evento, es deber del Estado permitir que el afectado pueda 
enfrentar ese cambio de política”. 

  
El principio en cuestión se edifica sobre tres presupuestos básicos: (i) la necesidad de promover el interés 
público sin desconocer la buena fe de los individuos, (ii) una desestabilización cierta, evidente y 
razonable en la relación entre la administración y los administrados; y (iii) la necesidad de adoptar 
medidas por un período transitorio que adecuen la actual situación a la nueva realidad. Así, el principio 
de buena fe, en su ámbito de confianza legítima, exige a las autoridades y a los particulares mantener 
coherencia en sus actuaciones, respetar los compromisos adquiridos y garantizar la durabilidad y 
estabilidad de la situación que objetivamente da lugar a esperar el cumplimiento de las reglas propias 
del tráfico jurídico, o al menos una transición para adaptarse a la nueva situación. 

  
A continuación pasará la Sala a hacer mención de algunas sentencias en las que la Corte se ha pronunciado 
acerca del principio de la confianza legítima. 

  
La Corte Constitucional, a partir del principio de la buena fe contemplado en el artículo 83 de la Constitución 
Política, ha desarrollado la teoría de la confianza legítima, para resolver los casos que generan un impacto 
específico que sorprende a los ciudadanos y afecta su situación de manera severa. La Corte ha sido cuidadosa 
en proteger la confianza legítima de personas que de buena fe esperan poder continuar subsistiendo con la 
fuente de ingreso de la cual venían dependiendo antes del cambio de situación. 

  
De esa forma, desde sus inicios fue aplicado en la Sentencia T-372 de 1993, al resolver el caso de unos 
trabajadores ambulantes los cuales fueron desalojados por la administración a fin de recuperar el espacio 
público. En esa ocasión, la Corte amparó el derecho al trabajo ordenando su reubicación inmediata, sin 
desconocer el interés general de la comunidad. En ella manifestó: “La conducta  de la administración 
municipal en concepto de la Sala,  vulneró el principio de  confianza que debe preceder toda relación entre 
el administrado y el administrador, por cuanto la administración municipal de Neiva, debiendo utilizar el 
mecanismo de la  revocación de las licencias, no lo hizo y, por el contrario, decidió que en un término 
perentorio, no acorde con la realidad, se desocupara la zona, para lo cual se  dictó un decreto en el que  se 
establecían sitios de reubicación. Solución que nunca se concretó. Esta actitud de la administración, causó 
perjuicios a los vendedores, toda vez  que su desalojo les produjo el cese inmediato y total de su actividad.” 
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           En el mismo sentido se pronunció en Sentencia T-617 de 1995. En esa ocasión se resolvió acción de tutela 
presentada por las personas que ocupaban una zona aledaña al ferrocarril en el barrio Los Comuneros en 
Bogotá. En ella se protegieron los derechos a la vivienda digna, ordenado al Distrito cumplir con la 
reubicación de sus habitantes, para lo cual, aplicó el principio de la confianza legítima al sostener que: 

  
“La organización administrativa del Estado reposa sobre el principio del interés general. Es claro que 
la contraposición entre los intereses puramente particulares de los individuos aisladamente 
considerados, y los intereses generales, ha de resolverse necesariamente a favor de los intereses 
generales, pues lo colectivo debe primar sobre lo individual, y lo público sobre lo privado. El principio 
del interés general a su vez determina el contenido y campo de aplicación del principio de la 
confianza legítima. Pues en el (sic), la confianza legítima encuentra su más claro límite. El principio 
de la confianza legítima encuentra un límite en su contenido y alcance que es dado por PRINCIPIO 
DEL INTERES GENERAL. 
  
El Principio del interés general a su vez determina el contenido y campo de aplicación del principio 
de la confianza legítima. Pues en el, la confianza legítima encuentra su más claro límite. En tal 
sentido  lo señaló El Tribunal Europeo de Justicia en Sentencia de 16 de mayo de 1979: “al estudiar 
el conflicto que surgió entre el principio de la confianza legítima y el  interés público, a lo cual 
determinó que” en caso de enfrentamiento el interés público tendrá primacía sobre la confianza 
legítima: Teniendo en cuenta que el marco de una reglamentación económica como la de las 
organizaciones comunes de los mercados agrícolas, el principio del respeto de la confianza legítima 
prohíbe a las instituciones comunitarias modificar esta reglamentación sin combinarla con medidas 
transitorias, salvo que un interés público se oponga a la adopción de tal medida.  
  
(…) Retomando el tema de la confianza legítima en la teoría administrativa: la relación entre 
administración y administrado plantea el gran problema de establecer las delimitaciones legales de 
los derechos de éstos últimos frente a la administración. Que en virtud de su potestad y ejercicio de 
las finalidades del Estado pueden ser limitados. Potestad que determina la imprescriptibilidad de los 
bienes de uso público por la ocupación temporal  de los particulares, (art. 63 C.P.) Pero al mismo 
tiempo, la Confianza legítima como medida de protección a los administrados se origina cuando 
de un acto de aplicación de una Norma, aun procedente del Poder Legislativo, supone para sus 
destinatarios un sacrificio patrimonial que merece un calificativo especial, en comparación del que 
pueda derivarse para el resto de la Colectividad. 
  
El problema de tal trato, fue resuelto por el principio de protección de la Confianza legítima, que 
formulado por la jurisprudencia Alemana, hizo suyo el Tribunal Europeo de Justicia en Sentencia del 
13 de julio de 1965”. 
  

Siguiendo con el mismo lineamiento, esta Corporación en Sentencia C-131 de 2004, al estudiar una demanda 
de inconstitucionalidad contra el artículo 51 (parcial) de la Ley 769 de 2002 "por la cual se expide el Código 
Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones", reiteró el concepto del principio de la 
confianza legítima. En esa ocasión manifestó: 

  
 “(…) la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un medio 
jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo significa, en términos 
muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho en razón de 
un determinado comportamiento en relación con otro, o ante la comunidad jurídica en su conjunto, 
y que producen determinados efectos jurídicos; y si se trata de autoridades públicas, consiste en 
que la obligación para las mismas de preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio 
frente a los particulares, surgido en un acto o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés 
público imperioso contrario. Se trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a 
cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades públicas. En tal sentido, no se trata 
de amparar situaciones en las cuales el administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que 
su posición jurídica es susceptible de ser modificada por la Administración, es decir, se trata de 
una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no serán 
modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en estos casos, ante la 
obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, así como los medios, para adaptarse 
a la nueva situación… 
  
(…) 
  
El principio de la confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en que el 
Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los 
particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten su 
comportamiento a una nueva situación jurídica. 
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(…) 
  
De igual manera, la doctrina foránea considera que, en virtud del principio de la confianza legítima, 
la administración pública no le exigirá al ciudadano más de lo estrictamente necesario para la 
realización de los fines públicos que en cada caso persiga. No obstante, la jurisprudencia extranjera 
también ha considerado que el mencionado principio no es absoluto, que es necesario ponderar 
su vigencia con otros principios fundamentales del ordenamiento jurídico, en especial, con la 
salvaguarda del interés general en materia económica. 
  
La jurisprudencia de la Corte ha sido además constante en señalar que el principio de la confianza 
legítima es una proyección de aquel de la buena fe, en la medida en que el administrado, a pesar 
de encontrarse ante una mera expectativa, confía en que una determinada regulación se 
mantendrá. En palabras de la Corte ‘Eso sucede, por ejemplo, cuando una autoridad decide 
súbitamente prohibir una actividad que antes se encontraba permitida, por cuanto en ese evento, 
es deber del Estado permitir que el afectado pueda enfrentar ese cambio de política.”  
  
De igual manera, cabe señalar que la Corte ha considerado que el principio de la confianza legítima 
no se limita al espectro de las relaciones entre administración y administrados, sino que irradia a 
la actividad judicial. En tal sentido, se consideró que “En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica 
está relacionada con la buena fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a partir del 
principio de la confianza legítima.  Este principio constitucional garantiza a las personas que ni el 
Estado, ni los particulares, van a sorprenderlos con actuaciones que, analizadas aisladamente 
tengan un fundamento jurídico, pero que al compararlas, resulten contradictorias.  En estos casos, 
la actuación posterior es contraria al principio de la buena fe, pues resulta contraria a lo que 
razonablemente se puede esperar de las autoridades estatales, conforme a su comportamiento 
anterior frente a una misma situación.  Esta garantía sólo adquiere su plena dimensión 
constitucional si el respeto del propio acto se aplica a las autoridades judiciales, proscribiendo 
comportamientos que, aunque tengan algún tipo de fundamento legal formal, sean irracionales, 
según la máxima latina venire contra factum proprium non valet”.  
  
Esta línea jurisprudencial ha sido mantenida y profundizada por la Corte al considerar que la 
interpretación judicial debe estar acompañada de una necesaria certidumbre y que el fallador debe 
abstenerse de operar cambios intempestivos en la interpretación que de las normas jurídicas venía 
realizando, y por ende, el ciudadano puede invocar a su favor, en estos casos, el respeto por el 
principio de la confianza legítima.  
  
De igual manera, la Corte ha insistido en que únicamente es viable predicar la vigencia del citado 
principio cuando quiera que existan realmente razones objetivas para confiar en la durabilidad de 
la regulación, como por ejemplo, cuando la norma en cuestión ha estado vigente por un largo 
período, no ha estado sujeta a modificaciones ni se ha  propuesto su reforma, su existencia es 
obligatoria ‘es decir, no es discrecional para las autoridades responsables suprimir el beneficio’ y 
ha generado ‘efectos previsibles significativos’, esto es, que los particulares han acomodado su 
comportamiento a lo prescrito por la norma”. 

  
En sentencias posteriores, esta Corporación ha reiterado el concepto de la confianza legítima. Como es el 
caso de las Sentencias T-248 de 2008, T-472 de 2009, T-308 de 2011 y T-244 de 2012[188], entre otras, que 
reiteran lo anteriormente expuesto. 

  
Desde esta perspectiva, se concluye que la jurisprudencia constitucional ha reiterado que la confianza 
legítima: (i)es una garantía constitucional que se desprende del principio de buena fe, la cual se fundamenta 
en el hecho de que la administración no puede repentinamente cambiar las condiciones que directa o 
indirectamente permitían a los administrados ejercer un derecho, sin que se otorgue un período razonable de 
transición o una solución para los problemas derivados de su acción u omisión; (ii) lo anterior, no significa 
que las autoridades administrativas se encuentren impedidas para adoptar medidas que modifiquen las 
expectativas de los individuos, sino que el respeto de la confianza legítima implica que la adopción de 
tales medidas no puede darse de forma sorpresiva e intempestiva; por el contrario, se debe permitir la 
transición de los interesados de un escenario a otro.” 

 
En primer lugar, sea pertinente manifestar que mi poderdante jamás se hizo a medios fraudulentos, 
ilegales o ilícitos para obtener el reconocimiento de la sustitución de la pensión de vejez, sino que, la 
misma fue reconocida mediante distintos actos administrativos proferidos por el ISS hoy COLPENSIONES 
los cuales se encuentran provistos de los principios de inmutabilidad y legalidad de los mismos.  
 
En este orden de ideas, en ningún momento mi poderdante actuó de mala fe frente a la demandante, 
pues era deber de la entidad estudiar con detenimiento las normas que le eran aplicables para reconocer 
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y liquidar la pensión de quien en vida era EDGAR LEONCIO ESPAÑA LÓPEZ, pero, en el evento en que la 
judicatura concluya que no es posible la compatibilidad de las pensiones, la generación de los actos 
administrativos no es culpa de mi representada MAGDA MARTINEZ ARTURO sino de la misma entidad 
demandante por actuar de manera no diligente y omisiva. En este punto, mi poderdante no tenía el deber 
de rechazar un derecho prestacional – laboral legalmente constituido en favor de su esposo máxime 
cuando se trataba de un derecho tan especial como es la pensión de vejez y la pensión de sobrevivientes 
o sustitución pensional.  
 
Mi mandante no debe cargar las omisiones en las que incurrió COLPENSIONES para en perjuicio de su 
mínimo vital, expectativa legítima y estabilidad económica se la obligue a devolver sumas que fueron 
recibidas por buena fe.  
 
En este orden de ideas, desconocer a mi poderdante el reconocimiento y pago de la sustitución pensional, 
o exigir las sumas por ella recibidas de buena fe, sería atentar en contra del Estado Social de Derecho y 
en contra de la ontología de la Constitución Política, pues sería obligarlos a que desestime su dignidad 
teniendo en cuenta la incidencia que en la economía personal y familiar involucra el detrimento y pérdida 
del derecho pensional reconocido.  
 

XII. PRUEBAS 
 

A. Documentales: 
 

1. Copia de recibos de pago que demuestran los gastos en los que incurre mensualmente mi 
defendida contenido en 39 folios.  

 
Objeto de la prueba.- Demostrar los gastos en que incurre mi defendida, y la afectación del mínimo 
vital, expuesto como excepción de fondo. 
 

2. Certificado de mesada pensional de COLPENSIONES. 
 
Objeto de la prueba.- Demostrar que en el año 2021 la mesada pensional de $4.556.456 siendo esta la 
más cuantiosa en comparación con la devengada por la UGPP.  

 
 
B. Exhibición de documentos: 
 
1. Solicito señor Magistrado se oficie a COLPENSIONES para que remita con destino a este proceso: 

 
i) Certificación actualizada en la que conste el valor actual de la mesada pensional que por 

concepto de sustitución de la pensión de sobrevivientes devenga la Señora MAGDA 
BEATRIZ MARTINEZ ARTURO, en la que conste mes a mes lo devengado desde el 
momento del reconocimiento del derecho y hasta la audiencia de práctica de pruebas.  

 
2. Solicito Señor Magistrado se oficie a la UGPEE para que remita con destino a este proceso: 

 
ii) Certificación actualizada en la que conste el valor actual de la mesada pensional que por 

concepto de sustitución de la pensión de sobrevivientes devenga la Señora MAGDA 
BEATRIZ MARTINEZ ARTURO, en la que conste mes a mes lo devengado desde el 
momento del reconocimiento del derecho y hasta la audiencia de práctica de pruebas.  
  

Objeto de la prueba. - Demostrar que la mesada devengada por COLPENSIONES es mayor que la 
percibida por la UGPP, motivo por el cual no es procedente declarar la nulidad del acto administrativo, ya 
que la demandada MAGDA MARTÍNEZ en el caso hipotético de declararse la incompatibilidad pensional 
tiene derecho a que por principio de favorabilidad de mantenga la pensión más favorable, y que inclusive 
esta sea re liquidada y actualizada.  
 

3. Solicito se oficie el HOSPITAL UNIVERSITARIO DEPARTAMENTAL DE NARIÑO, para que remita 
con destino a este proceso, certificación en la que consten el periodo de vinculación laboral que 
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el causante EDGAR LEONOCIO ESPAÑA LÓPEZ, identificado con CC. No. 5.370.620 laboró con 
dicha entidad como servidor público. 

 
Objeto de la prueba. - Demostrar que el causante laboró como servidor público durante el periodo 01 
de enero de 1978 al 30 de mayo de 1999 y que sus aportes en calidad de tal, se hicieron ante CAJANAL y 
no ante el ISS hoy COLPENSIONES, y así demostrar la compatibilidad entre las dos pensiones.  
 
El Hospital Universitario Departamental de Nariño recibirá notificaciones en la Calle 22 No. 7-93 Parque 
Bolivar – San Juan de Pasto. Correo para notificaciones judiciales: 
notificacionesjudiciales@hosdenar.gov.co  
 

XIII. ANEXOS 
 

- Las que obran en su despacho. 
- Poder que obra en el plenario. 

 
XIV. NOTIFICACIONES 

 
Mi mandante las recibirá en la CRA.40A No. 18B - 41 V. DE ATRIZ TORRE 2 APTO 301B de la ciudad de 
Pasto. Email: juridicoslaboralesjl@gmail.com.  
 
El suscrito recibirá notificaciones en la Carrera 24 No. 20-58 Centro de Negocios Cristo Rey, oficina 320 de 
la ciudad de Pasto. Email: juridicoslaboralesjl@gmail.com   Cel. 3006973148. Teléfono 7300797.  
 
Del honorable Magistrado,  
 
 
Atentamente, 
 

 
 
HUGO ARMANDO MEDINA CHAVES 
CC. No. 87.068.793 de Pasto 
TP. No. 184805 del CSJ 
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